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 Es antiguo el uso por parte de privados y de comunidades de dirigir a las 
autoridades públicas -desde el supremo vértice del Estado hasta las articulaciones 
intermedias y locales de los poderes públicos- peticiones para obtener beneficios 
de diversa naturaleza, preponderantemente beneficiaria, judicial o fiscal. Ellas 
podían ser orales o escritas; obviamente, la forma escrita ha prevalecido en todas 
las situaciones estatales con burocracias organizadas y difundidas, las cuales han 
intentado siempre regular con formas y modalidades precisas el flujo petitorio, 
mediante la imposición de procedimientos y de formularios obligados. ya la 
estructura burocrática y judicial del imperio romano había previsto, entre fines del 
siglo III e inicios del V, normativas particulares para regular y controlar el 
fenómeno, relacionadas tanto con la admisibilidad de determinados argumentos, 
como con la condición jurídica de los peticionantes (libres o esclavos), y, 
finalmente, con los procedimientos a adoptar en los distintos casos1 
 En el transcurso del Medioevo, la práctica se extendió de la cancillería 
pontificia, que fue la directa (aunque no la única) heredera de los antiguos usos, 
también a las otras cancillerías regias y señoriales. Fue justamente la cancillería 
pontificia la que, entre los siglos XIII y XIV, emanó normas, creó oficinas 
específicas y elaboró procedimientos precisos, comprendido el del registro, que 
                                                             
* Traducción Nora Hebe Sforza , Facultad de Filosofía y Letras, Universidad de Buenos Aires 
1
 En general cf. H.Bresslau, Handbuch der Urkundednlehre für Deutschland und Italien, I-II, curado 
por H.W.Klewitz Leipzig 1912-1931 ; en particular II, pp.1-61 (traducción italiana : Manuale di 
diplomatica per la Germania e l'Italia, Roma 1998, "Publicazioni degli Archivi di Stato", Sussidi, 10, 
pp.679-730) ; A. Pratesi, Genere e forme del documento medievale, Roma 1979, pp.36-37. Para 
las disposiciones imperiales, cfr. Corpus iuris civilis, II, Codex Iustinianus, curado por P.Krügger, 
Berlín, I, 19-20, pp.74-75. 
caracterizaron el fenómeno por siglos2. De ello deriva un interés específico y 
continuo, siempre vivo y activo, de los historiadores medievalistas y de los 
estudiosos de la diplomacia por las "súplicas pontificias" y sus particularidades. 
 Sólo recientemente también otros estudiosos -como los historiadores de las 
sociedades del antiguo régimen y de las contemporáneas, los antropólogos 
culturales y los lingüistas- se han dado cuenta del fenómeno, que todavía perdura 
aún en todas las sociedades alfabetizadas y que se presta a investigaciones de 
las más diferentes naturalezas. Sin embargo, cada uno de aquéllos lo ha hecho, 
en términos generales, sin preocuparse por sus más o menos lejanos precedentes 
antiguos y medievales y sin mirar siquiera el jardín del vecino, para confrontar, 
especialmente con los estudiosos de la diplomacia y con los medievalistas, las 
características análogas de las fuentes y los métodos de investigación más 
oportunos para estudiarlas. 
 Las iniciativas a las que me quiero referir aquí rápidamente son de los tipos 
más diversos y se condensan justamente en estos últimos años, de manera 
caótica, si, pero de modo que con la abundancia de las contribuciones testimonian 
la vasta franja de intereses concentrados, casi de repente, alrededor de este tipo 
de documentación. 
 Es clásico el caso de la investigación de una conocida historiadora 
moderna, Natalie Zemon Davis, que en 1987 publicó un volumen (Fiction in the 
Archives), en el cual fueron examinadas las lettres de rémission emanadas en el 
reino de Francia en el transcurso del siglo XVI, sobre la base de las copias de las 
peticiones comprendidas en cada uno de los documentos de aceptación que, por 
lo tanto, la estudiosa no ha examinado directamente ; por otra parte, la finalidad de 
la investigación -según se deduce también a partir del título- estaba centrada en la 
calidad y la autenticidad de las peticiones como fuente histórica relativa a los 
hechos narrados3. De una naturaleza completamente diferente es el interés 
cultural-lingüístico que veinte años atrás indujo a Tulio De Mauro* a promover la 
publicación de un grupo de peticiones enviadas por subalternos semianalfabetos a 
la Región del Lacio4. Más recientemente tres diversas iniciativas públicas han 
agrupado en Italia a estudiosos de distinta formación, quienes se han preguntado 
y han confrontado problemas introducidos por las prácticas petitorias en la 
sociedad occidental medieval, moderna y contemporánea : me refiero a un 
congreso realizado en Rovereto en 1990 bajo el título Dererencia, reivindicación y 
                                                             
2
 La bibliografía más actualizada en relación con las "súplicas pontificias" en G.Koziol, "La 
préhistoire des rites de demandes", in  Suppliques et requêtes. Le gouvernement par la grâce en 
Occident (XIIe-Xve. siècle), en prensa en l'Ecole Française de Roma, con importantes 
observaciones sobre la limitación de las investigaciones en el campo de la diplomacia y sobre la 
diversidad del fenómeno entre alto y bajo medioevo ; cfr. también P. Rabikauskas, Diplomacia 
pontificia..., Roma 1964, pp.165-177. 
3
 Fiction in the Archives. Pardon Tales and their Tellers in Sixteenth Century France, Standford 
University Press, 1987 ; cfr. también C. D''elía "Supplicanti e Vandali. Testi scritti, testi non scritti, 
testi scritti dagli storici", Quaderni Storici, XXXI, 1996, n.92, pp.459-85. 
* Prestigioso lingüista, actualmente Ministro de Educación de Italia (Ndt) 
4
 A. Ubaldi  (ed.), Per motivi di miseria. Lettere alla Regione, con prefacio de Tullio de Mauro, 
Roma, s.f. (pero 1981) ; cfr. también A. Petrucci, Scrivere e no. Politiche della scrittura e 
analfabetismo nel mondo di oggi. Iconografía a cargo de F.Petrucci Nardelli, Roma 1987, pp.228--
29 
súplica. Las cartas a los poderosos, cuyas actas, de ámbito cronológico 
contemporáneo, han sido publicadas al año siguiente5, a un coloquio internacional 
sobre el tema Súplicas y requerimientos. El gobierno por la gracia en Occidente 
(siglos XII-XV), organizado por la École française de Roma en noviembre de 
19986, de ámbito explícitamente medievalista ; y finalmente al encuentro 
Peticiones y súplicas : comunidades rurales y protesta social en la primera edad 
moderna, desarrollado en el mismo mes (¡pero creo, sin conocimiento de la 
contemporaneidad de los dos eventos !) en Trento, promovido por el Instituto 
trentino de cultura (las actas de los dos últimos congresos no han sido publicadas 
aún). A este panorama se agregan algunos artículos muy recientes, de ámbito 
más moderno que medieval, como los escritos por F. Tamburini7 y por Paola 
Repetti8, que constituyen ulteriores pruebas de la actualidad del argumento. 
 Pero ¿qué es una petición escrita (aquí no nos ocuparemos de las orales, 
muy frecuentes durante el alto Medioevo occidental)?. Es, en principio, un 
documento escrito en forma de carta enviada por un remitente, individual o 
colectivo, social  y judicialmente inferior, a un destinatario evidentemente superior 
a él y que consiste en un pedido de beneficio o de gracia, que el destinatario está 
(o se cree que lo esté) en grado de conceder al que el peticionante aspira o 
considera tener derecho. En general una petición de esta naturaleza, aún siendo 
formalmente una carta, no tiene la característica de estatuto de epístola, en que no 
se coloca en una cadena de mensajes ligados entre ellos por una necesidad 
biunívoca de respuestas ; ella contrariamente, se coloca al inicio de un proceso de 
documentación recogida por el destinatario, que desemboca en la negación o en 
la aceptación del pedido, documentado por la emanación de un acto de gracia o 
de un mandato administrativo, al cual, generalmente, no se responde en forma 
epistolar. Aún si el esquema formal de la petición escrita es substancialmente fijo y 
se repite casi idéntico en cada época, más allá de las elaboraciones más o menos 
complicadas de las artes dictandi, de las normas de cancillería y de los formularios 
fijos de las burocracias modernas y contemporáneas, permanece el hecho de que 
en el esquema mismo se ha empleado un lenguaje articulado según las épocas (y 
las lenguas usadas), en el que en cada situación están siempre presentes algunos 
elementos de fondo : la relación de sumisión del peticionante respecto de la 
autoridad destinataria, expresado con verbos y fórmulas de devoción, de 
deferencia y de exaltación del sujeto del poder, la especificación del beneficio de 
la gracia requeridos ; el énfasis puesto en el estado de necesidad o de sufrimiento 
del peticionante ; la eventual intervención de mediadores. A éstos, que son 
evocados como garantía, se agregaban muy frecuentemente los verdaderos 
intermediarios gráficos y textuales a los que el peticionante se dirigía (y se dirige) 
para suplir sus insuficientes capacidades de escritura y de conocimientos jurídico-
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 Dererenza, rivendicazione, supplica. Le lettere ai potenti. Atti del quarto Seminario nazionale di 
studio. Rovereto, 6-8 de diciembre 1990, Treviso, 1991 ; aquí particularmente importante 
A.Gabrielli, Lettere ai potenti : un problema di storia sociale, pp.1-13. 
6
 Ya citado en la nota 2 
7
 F. Tamburini "Suppliche per casi distregoneria diabolica nei Registri della Penitenzieria e fonflitti 
inquisitoriali (Sec.XV-XVI), Critica storica,23, 1986, pp.605-57 
8
 P. Repetti "Scrivere ai potenti. Suppliche e memoriali a Parma (secoli XVI-XVIII) Lo Stato, la 
giustizia, la supolica", Scrittura e Civiltà, XXIV, 2000 (en prensa) 
administrativos y cuya intervención podía ser recordada (también indirectamente) 
o completamente callada. 
 De la compleja naturaleza del evento formalizado en las peticiones derivan 
las múltiples razones de interés de los historiadores de las prácticas culturales y 
de la cultura escrita por este tipo de fuente. Es evidente que las peticiones 
originales resultan ricas de indicaciones respecto, por ejemplo, del grado de 
cultura gráfica de los peticionantes, de las prácticas epistolográficas, del papel y 
de la naturaleza sociocultural de los intermediarios, de la formación y de la difusión 
de los lenguajes burocráticos, del vocabulario de la deferencia y del respeto hacia 
el poder, etc. Por otra parte,  dado que sobre todo en el Medioevo, la emanación 
de todos los documentos públicos que contenían cualquier concesión tenía en su 
origen una petición, oral o escrita, casi siempre mencionada en el texto, se deriva 
que las mismas peticiones (en este caso aún si no son originales) asumen un valor 
muy alto como fuentes aptas para desvelar los mecanismos de la administración 
estatal, especialmente en los campos de la justicia y de la fiscalidad. Finalmente, 
este tipo de epistolografía restringida dentro de un recorrido fijo parece el medio 
más directo para estudiar tanto la imagen que el poder y quien lo encarna asumen 
en la mentalidad difundida de cualquier sociedad alfabetizada, como las relaciones 
de constricción y también de comunicación, que unen cada vez el poder a los 
súbditos, aunque estén siempre mediadas, más o menos sabiamente, por la 
burocracia. Desde este punto de vista resulta muy interesante, en cualquier 
situación dada, la amplitud relativa de lo que podríamos definir como "el derecho 
de petición", a quién (y por qué) ése es concedido, a qué eventuales restricciones 
es sometido, quiénes son los "peticionantes admitidos" y si existen privilegiados ; 
argumento que, obviamente, aún en niveles más altos, se refiere también a los 
mediadores (¿designados o admitidos ?) y a los mismos "intermediarios gráficos", 
titulares de la función de escritores delegados respecto de los peticionantes 
individuales. 
 Para ilustrar las características asumidas por el fenómeno de las peticiones 
enviadas por escrito por los súbditos a las autoridades supremas del Estado, he 
elegido un grupo de ejemplos italianos del primer Quattrocento, cuando la 
formación textual del género epistolar había llegado en las artes dictandi europeas 
al máximo grado de rigidez y de minuciosidad. En Lucca, entre 1400 y 1430, se 
instauró la señoría de Pablo Guinigi, luqués de una familia burguesa transformada 
en preeminente por riquezas y prestigio. La señoría de Guinigi, aún siendo 
formalmente determinada por los órganos municipales el 21 de noviembre de 
1400, después de un verdadero golpe de Estado, asumió características muy 
particulares por la benignidad y la habilidad mediadora de Guinigi, la relativa 
limitación del Estado y la amplitud del consenso civil que rodeó al gobierno9 
                                                             
9
 Sobre Guinigi y su señoría cfr. A. Mancini, Storia de Lucca, Florencia 1950, pp.183-97, entre las 
más recientes contribuciones, C.Meck, Lucca 1369-1400. Politics and Society in a Early 
Renaissance City-State, Oxford University Press 1978, pp.333-43 ; G. Lucarelli,  I Visconti di Milano 
e Lucca risorta a Stato autonomo, Lucca 1984, pp.97-146 (sobre la familia, pp.25-96). 
 En Lucca, el Archivo de Estado y la Biblioteca Estatal conservan la rica 
correspondencia de Guinigi10 y el Archivo de Estado también la de su canciller 
Guido Manfredi11, principal colaborador del Señor hasta noviembre de 1420 
cuando, acusado de complotar, huyó de la ciudad. Del fondo "Gobierno de Paolo 
Guinigi" del Archivo de Estado, forma parte una serie (nro.31) que contiene, bajo el 
título "Súplicas" ("Suppliche"), 62 piezas numeradas por página, desde la 1 hasta 
la 138, constituida, además por 39 verdaderas peticiones, también por algún 
fragmento y por otro material documental, relativo solamente en parte a prácticas 
petitorias ; no existe un inventario de este pequeño grupo de textos. En número 
muy reducido de peticiones puede hacer pensar que haya ocurrido una dispersión 
de este tipo de material12 o también que haya existido una práctica de restitución 
al peticionante ; cierto es que no se ha conservado ningún tipo de registro. 
 Desde el punto de vista de las características físicas de las cartas petitorias 
se observa que ellas son todas de papel, en general sobre un único folio, sobre 
cuyo recto está dispuesto el texto (charta transversa o a lo largo del lado más 
ancho, indiferentemente), dejando el verso vacío ; algunos ejemplos están 
constituidos por un folio de gran formato, plegado en dos, con un total de cuatro 
caras ; salvo en dos casos, no aparecen sellos o sus huellas13. Todas estas 
particularidades corresponden plenamente a las características materiales de las 
epístolas privadas del período, salvo por la ausencia casi sistemática de dirección 
sobre el verso14, cuyas funciones están cumplidas en el margen superior del recto, 
o sobre el texto, por la inscriptio, casi siempre expresada mediante las siglas : 
"V.M.D." (=Vestre magnificae Dominationi), "MDV." (=Magnificae Dominationi 
Vestre), "M.V." : (Magnificentiae Vestre) o también "frente a V.M.S", en volgare**, 
en las páginas 135-136. Según los usos epistolarios medievales, la mayor parte 
del material examinado aquí no tiene fecha ; además, no posee ninguna forma de 
firma autógrafa o no, del autor. 
 La lengua utilizada es el volgare toscano en 18 casos y el latín en 21. De 
algún interés, en razón de la naturaleza de los documentos, aparecen las formas 
verbales que se refieren al acto del pedido, que son de dos tipos : las que 
introducen la exposición de los hechos (exponit, exponunt, expunitur en latín ; 
expuone, expuonsi, expongono, notificano en volgare) ; y las que introducen el 
verdadero pedido : (supplicare, en ambas lenguas, ; recurrere, en ambas lenguas ; 
deprecare), a menudo seguidas por adverbios o por expresiones de refuerzo 
                                                             
10
 Cfr. "Carteggio di  Paolo Guinigi, 1400-1430, curado por L. Fumi y  E. Lazzareschi, Lucca 1925 
(Memorie e documenti della storia di Lucca, XVI = Regesti del r. Archivio di Stato in Lucca, III) con 
premisa de Lazzareschi en pp.IX-XXVI. 
11
 Cft. "Carteggio di Guido Manfredi cancelliere della Repubblica di Luca segretario della Signoria di 
Paolo Guinigi, 1400-1429" curado por E. Lazzareschi, Pescia 1933 (R. Archivio di Stato di Lucca, 
Regesti, III, 2). 
12
 Efectivamente, en el "Carteggio  di Paolo Guinigi"  no aparecen verdaderas peticiones, sino 
solamente cartas de personajes no pertenecientes al Estado luqués, que contienen pedidos de 
diverso tipo. 
13
 Salvo en dos casos : en las pp.93-94 y 131-132 
14
 Aparece solamente en las pp.123-124 y 131-132 (ya citadas en la nota precedente) 
** Con este término se indica la lengua romance toscana (Ndt) 
(humiliter, ad fontem pietatis, y otras). Interesante parece también la identificación 
de los peticionarios como suplicante, suplicans y en un caso oratrix15. 
 Del examen tanto del formulario utilizado en ambas lenguas, 
substancialmente correcto y respetuoso de las prácticas administrativas y 
judiciales de la época, como de la calidad gráfica de las escrituras utilizadas, 
constituidas en su mayor parte por tardías minúsculas cancillerescas de nivel 
profesional, como, en fin, debido al uso en varios casos de una titulación del 
peticionante en tercera persona, precedida por la fórmula pro parte o per parte, se 
puede adelantar la hipótesis de que casi todas las peticiones examinadas no son 
autógrafas de los remitentes, sino ora de intermediarios gráficos profesionales 
(notarios, eclesiásticos, funcionarios administrativos)16 de quienes, por otra parte, 
no se recuerda la obra y mucho menos el nombre y la calificación. La hipótesis 
que la mayor parte de las peticiones no provengan de las manos de los 
peticionantes es reforzada por la ya recordada ausencia de firmas autógrafas. 
 Si los intermediarios gráficos, sin embargo seguramente existentes, no son 
recordados de ninguna manera, la correspondencia del canciller Guido Manfredi 
nos permite individualizar a otras figuras que participaban activamente en el 
proceso documental : las de algunos personajes autorizados que, gozando de 
posiciones de prestigio en el entorno del Señor y en el gobierno del Estado, 
podían desarrollar una acción de sostén del pedido presentado y de aceleración 
del proceso de decisión. Se trata, en suma, de figuras muy similares a los 
intercessores altomedievales, cuyo papel, sin embargo, era de alguna manera 
institucional y cuya intervención (a no confundir con la intervenzione de otros y 
menores personajes) era recordada también, con expresa evidencia, en el acto 
público de aceptación de la petición, el cual concluía el itinerario administrativo17. 
En efecto, muchas cartas dirigidas a Manfredi, más o menos de modo explícito, le 
piden intervenir personalmente (se supone oralmente) frente a Guinigi para 
patrocinar una petición ya enviada. Bastará citar aquí el caso de una carta de 
Lorenzo Trenta a Manfredi el 25 de agosto de 1407, en la cual el remitente se 
expresa del siguiente modo : "Hemos escrito al señor, si oís hablar de ella, apoyad 
un poco la materia... el Señor está avisado detalladamente de todo"18, o aquél de 
otra misiva enviada a Manfredi el 1 de octubre de 1420 (en la vigilia de la fuga del 
destinatario desde Lucca), en la cual el remitente, habiéndose perdido su petición 
al Señor, pide ser asistido para no "caer en prisión"19. Otros intermediarios 
recordados también son Giovanni Sercambi, el fidelísimo cronista sostenedor de 
Guinigi20 y Nicolò Guinigi, obispo de Lucca, sobrino de Paolo21. De la misma 
                                                             
15
 Se trata de la petición de una tal Lucía, en las pp.91-92 
16
 Análogos tipos de "intermediarios gráficos" han sido encontrados por Ottavia Niccoli en la 
redacción de los textos de "renuncias" y "paces" que concluían conflictos privados en Bolonia en el 
siglo XVI. O.Niccoli "Rinuncia, pace, perdono. Rituali di pacificazione della prima età moderna", 
Studi Storici, 40, 1999, pp.219-61 : 227-34 
17
 Cfr. para esto Bresslau, Handbuch, cit. II,  pp.193-202 (edi. ital., pp.842-49) y Pratesi  Genesi, 
cit., pp.37-38. 
18
 "Carteggio di Guido Manfredi, cit. n.11, p.2 
19
 Ibid, n.1031, p.191 
20
 Ibid. nn.661 y 697, pp.102 y 128. Sobre él cfr.  "Giovanni Sercambi e il suo tempo. Catalogo della 
mostra" (curado por G.Tori), Lucca 1991 (con ulterior bibliografía) 
fuente resulta también muy eficaz una práctica, informal de pedidos que eran 
enviados directamente a Manfredi, para que resolviera de modo favorable al 
remitente casos particulares, sobre todo de naturaleza judicial y fiscal, sin que 
hubiera sido presentada una petición formal escrita al Señor (o al menos sin que 
se la citara)22. 
 Nueve de las peticiones originales llevan en el verso notas de cancillería 
que nos permiten reconstruir, al menos parcialmente, el itinerario administrativo 
que era seguido en la instrucción de cada práctica, y a veces hasta conocer la 
decisión tomada y la fecha correspondiente23. En general se requería a los 
funcionarios competentes informarse, también mediante testimonios escritos, 
acerca de la veracidad de lo que era narrado en la petición (habeatur informatio 
de... ; die XXIJ martii 1407 : Vicarius Castilionis se informet diligenter de omnibus 
et singulis in petitione contentis et referat)24 la respuesta era resumida 
seguidamente, en latín ; entonces allí mismo era, al menos en algunos casos, 
registrada la decisión, generalmente favorable, con la fecha25, todo ello en latín. 
En un solo caso, de naturaleza fiscal, se observa la intervención del mismo Paolo 
Guinigi : "Die VIJ iunii 1407. Sit liber de spetiali gratia a pena quarti quam 
memorasset. paulus. Iohannes cancellarius subscripti", donde la firma es de puño 
y letra de Guinigi26. Por otra parte, la naturaleza cauta del Señor de Lucca, 
también respecto del problema de la admisibilidad de determinadas peticiones, es 
confirmada por la cláusula inscripta el 17 de junio de 1413 por el notario luqués 
Giovanni Arigo sobre el verso de una supplicatio presentada en relación con una 
cuestión de herencia : "quam supplicationem prefatus magnificus dominus admisit 
si et in quantum de iure teneatur admittere et non aliter vel alio modo"27. 
 Aun siendo limitado, el panorama ilustrado por las peticiones luqueses 
permite dar alguna respuesta sumaria también a la pregunta de quiénes eran los 
peticionantes y, por lo tanto de quién tenía, en el Estado luqués bajo la señoría de 
Guinigi, el derecho de presentar una petición escrita al Señor. Por lo que respecta 
a esta última cuestión parece poder responderse que tal derecho correspondía a 
todos los súbditos (o conciudadanos) de Guinigi, sin distinciones : entre los 
peticionantes aparecen nobles y ciudadanos comunes, funcionarios, individuos 
solos y comunidades, panaderos y herreros, mujeres y hombres ; no aparecen 
eclesiásticos. La mayoría está compuesta por varones, pero las peticiones 
presentadas por mujeres (en general viudas con hijos a cargo) son ocho28. Las 
peticiones presentadas por muchos individuos son cinco, dos de las cuales 
pertenecen a comunidades del territorio luqués29. 
                                                                                                                                                                                         
21
 Ibid, n.1030, p.191 (de 1430, sept.30) ; sobre él cfr. K.Eubel, Hierarchia catholica Medii Aevi, I, 
Monasterii 1913, p.313. 
22
 Cfr. "Carteggio di Guido Manfredi", cit. pp.XXVIII-XXIX 
23
 Son las presentes en la serie 31, en las pp.17-18, 25-26, 35-36, 55-56, 67-68, 69-70, 71-74, 77-
78, 137-138 
24
 Ibis, pp.17-18 y 35-36 
25
 Ibid, pp.17-18, 25-26, 137-138 
26
 Ibid, pp.137-138 
27
 Ibid, pp.69-70 
28
 Ibid, pp.41-42, 43-44, 53-54, 63-64, 65-66, 91-92, 123-128 
29
 Ibid, pp.1-4, 25-26-85-86, 133-134 (pero no es una petición formal), 137-138 
 La naturaleza de las peticiones es muy variada ; la mayor parte (quince) es 
relativa a cuestiones de derecho, civil y penal ; siete se refieren a casos fiscales 
(tasas y multas) ; otras a la concesión de beneficios, de subsidios en dinero 
(especialmente por dotes), a la solicitud de pagos no efectuados. A parte se 
encuentra una curiosa petición presentada por Agostino Gherardi di Petrasanta, 
funcionario de cancillería de Guinigi, para pedir también en nombre de sus colegas 
el nombramiento de nuevos cancilleres, redactada en prosa latina y en 
endecasílabos volgari30 
 Como he ya tenido ocasión de presentar a manera de hipótesis, la mayor 
parte de las peticiones luquesas parece ser redactada y también materialmente 
escrita por amanuenses delegados de nivel profesional. Se exceptúan, a mi juicio, 
solamente aquéllas (cinco en total) escritas en grafías mercantiles de diversos 
niveles de capacidad gráfica ; entre ellas la de un Angelo Angiorelli31 en mercantil 
común, con dirección sobre el verso, y la de un Nofrio di Iacopo da Certaldo, en 
forma más bien de carta que de petición32, podrían ser autógrafas, mientras las 
dos presentadas por Isabetta Berettani33, ejecutadas por la misma mano, podrían 
atribuirse a un delegado de escritura doméstico o amigo, de todas maneras no 
profesional, dado su escaso nivel gráfico34. Evidentemente es considerada a parte 
la así llamada petición -completamente literaria- de Gherardi, escrita en elegante 
semigótica y obviamente autógrafa. 
 Se delinea así un cuadro complejo y variado de casos de delegación de 
escritura a diversos niveles que confirma, también en una situación documental 
menos formal que otras (piénsese en la cancillería pontificia), la naturaleza de la 
intermediación gráfico-textual como elemento casi indispensable en una relación 
escrita entre súbdito y señor, también por la celosa  reivindicación -por parte de la 
corporación notarial- de su única e indispensable capacidad de autenticación y de 
la preeminencia en campo jurídico de lo escrito sobre las prácticas orales. De esto 
da fe la justificación, muy significativa, del vicario de Montecarlo, Francesco 
Accettanti quien, acusado por sus mismos notarios como parece por haber 
permitido la reglamentación de disputas entre privados de modo simple y sin 
testimonio escrito, así se expresaba, escribiendo, el 30 de marzo de 1419, a 
Manfredi : "Decid en mi descargo que siempre es bueno que las actas que se 
hacen en mi oficina se hagan por escrito. Esto es así siempre y se hace en cada 
caso ; pero algunas veces suceden cosas tan pequeñas que las partes con alguna 
buena palabra que yo diga quedan de acuerdo y van a trabajar ; (esto) me parece 
mejor por buena conciencia que dejarlos consumirse en pleitos, considerando que 
han tenido la guerra de Dios y la del mundo. No es, sin embargo,que yo no 
recomiende a los notarios, que no tienen razón para quejarse de mi"35 
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 Ibid, pp.121-122 
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 Ibid, pp.9-10 
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 Ibid, pp.93-94 
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 Ibid, pp.124-128 
34
 Cfr. para esto A. Petrucci,  "Scrivere per gli altri", Scrittura e Civiltà 13, 1989, pp.475-87 (rest. 
en Istruzione, alfabetismo, scrittura. Saggi di storia dell'alfabetizzazione in Italia (sec.XV-XIX), 
curado por A. Bartoli Langeli y X.Toscani, Milán 1991, pp.61-74 
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 "Carteggio di Guido Manfredi", cit. n.380, p.69 
 En otro orden de cosas, el asunto de la política interna desarrollada por 
Guinigi en la relación con los propios súbditos, documentada por las peticiones, 
parece poder afirmarse, por lo que se refiere a temas delicados como los 
judiciales, fiscales y beneficiarios, que Guinigi, comúnmente considerado como un 
tímido y un débil, supo por treinta años gobernar y salvaguardar un Estado 
pequeño y rodeado por vecinos más poderosos, concentrándose sobre todo en un 
consenso mayoritario en el interior, ganado con la benignidad, la disponibilidad, el 
interesarse personalmente ; sensación confirmada por el juicio de uno de los más 
recientes historiadores que se han ocupado de él, Giuliano Lucarelli, que lo 
definió : "benévolo, quizás demasiado, hacia el prójimo y particularmente atento 
con sus propios conciudadanos"36 
 En el marco del análisis de los nexos entre actividad intelectual y condición 
socioeconómica, Bruno Gentili propone un esquema general destinado a 
comprender el paso de la oralidad a la escritura. Sin embargo, a pesar de su 
amplio alcance, su formulación permite trazar una ligadura específica entre poder 
y escritura. Según el autor37, 
 
“una serie de grandes transformaciones en el plano político, económico, 
social y cultural había asaltado al mundo griego entre los siglos V y IV a.C. 
Una crisis evolutiva que había llevado a la progresiva superación de un 
coherente sistema cultural basado en dos principios en apariencia 
heterogéneos, pero en realidad estrechamente correspondientes y 
complementarios: la oralidad de la comunicación y la estructura 
institucional de la polis. El factor de innovación más evidente lo representó 
el advenimiento del libro y el comercio librero como instrumentos primarios 
de la difusión del saber. La expansión de este fenómeno se produjo a la 
vez que el declive de las instituciones democráticas, o en cualquier caso 
asamblearias, de la ciudad. La escritura fue sentida por primera vez como 
un acto literario propiamente dicho... La página escrita, como es obvio, 
comportó inevitablemente una transformación también de las estructuras 
comunicativas y las normas de composición; en sustancia, para usar la 
formulación de Aristóteles, el paso del discurso ‘agonístico’ al discurso 
‘gráfico’”. 
 
 Ahora bien, oralidad de la comunicación no significa ausencia de escritura, 
tal como lo ponen de manifiesto las inscripciones atenienses emanadas de las 
instituciones democráticas asamblearias, y por ende transcripciones de un 
discurso agonístico, registros que en su mayor parte provienen justamente de ese 
período de grandes cambios señalado por Gentili, aunque está claro que la 
práctica de la inscripción se remonta a la era arcaica38. Este tipo de escritura se 
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 Lucarelli,  I. Visconti, cit. p.124 
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 B. Gentili, Poesía y público en la Grecia antigua (1984), Barcelona, 1996, 355. (La referencia 
procede de Aristóteles, Retórica, 1413b 3-1414a 19.) 
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 En cuanto al carácter de las inscripciones arcaicas, vide J. Svenbro, Phrasikleia. Anthropologie 
de la lecture en Grèce ancienne, París, 1988, 33-52; R. Thomas, Literacy and orality in ancient 
Greece, Cambridge, 1992, 65-73; K. Robb, Literacy and paideia in ancient Greece, Oxford, 1994, 
44-73. El problema que se deriva de esto es el de la aparición de los primeros códigos de leyes, 
articulaba esencialmente con “la estructura institucional de la polis” y no con el 
“acto literario”. ¿Cómo explicar entonces la coexistencia durante los siglos V y IV 
de esta vasta mutación –que conduce a la cultura del libro y al paralelo ocaso de 
la actividad asamblearia– con la enorme cantidad de inscripciones producidas en 
la Atenas democrática? Esta época es, en efecto, sinónimo de una importante 
transformación, que en el terreno de la política no se produce exactamente como 
Gentili lo plantea: más que de una cultura del libro se trata de la imposición de una 
cultura escrita en el campo mismo de las prácticas asamblearias, que si bien 
seguirán funcionando de acuerdo con las pautas de oralidad, desde fines del siglo 
V deberán atenerse al criterio de la ley en tanto que aquello que está escrito. De 
modo que, políticamente hablando, la “crisis evolutiva” no es la superación de la 
oralidad comunicativa asamblearia por el advenimiento del libro sino el paso de la 
soberanía de la asamblea del pueblo –situación en que la ley escrita se halla 
subordinada a la capacidad política popular para producir la ley según su 
voluntad– al imperio de la ley, donde la ley será, antes que nada, ley escrita y 
codificada, sin posibilidades de adoptar resoluciones políticas que puedan 
contradecirla. El privilegio adquirido por la ley escrita participa, lo mismo que la 
cultura del libro, de la imposición de lo escrito sobre lo oral39. Pero ambos 
procesos no se confunden, puesto que se dan en terrenos diferentes. 
 Nuestro objetivo en este artículo será, justamente, comprender no el poder 
de ese saber encarnado en el libro sino el poder de la política del pueblo en 
relación con la escritura de la ley en la Atenas democrática. En rigor de verdad, se 
trata de un triple propósito. Por un lado, analizar qué función cumple y cuál es la 
importancia de la escritura de la ley en la así llamada democracia radical para el 
ejercicio del poder del pueblo. Por otro lado, en el contexto del paso de la 
soberanía popular al imperio de la ley, ¿se le asigna a la escritura de la ley alguna 
función nueva para consolidar la soberanía que desde entonces esta última 
detenta? Finalmente, derivado de y comprendido en estos dos aspectos, ¿qué 
significa en cada caso escritura de la ley, de quién depende esto y cuál es la 
finalidad perseguida? 
 
Poder del pueblo y producción de la ley 
 Hacia mediados del siglo V a.C., como consecuencia de diversos 
acontecimientos e innovaciones institucionales, se produce en Atenas la 
emergencia del poder popular y la correlativa conformación del dēmos como 
sujeto político. ¿En qué toca esto al problema de la escritura? John Davies habla 
de una “revolución ateniense” y nos permite pensar una articulación pertinente: 
 
                                                                                                                                                                                         
respecto de lo cual ver E.A. Havelock, The literate revolution in Greece and its cultural 
consequences, Princeton, 1982, 89-121; G. Camassa, “Aux origines de la codification écrite des 
lois en Grèce”, en M. Detienne (dir.), Les savoirs de l’écriture. En Grèce ancienne, Lille, 1988, 130-
55. 
39
 Este cambio no implica una generalización de la escritura al nivel del conjunto de las actividades 
de la sociedad ateniense sino que señala básicamente un giro en dos áreas bien precisas: la 
actividad política y los dispositivos de saber. Muchas otras prácticas sociales continuaron 
funcionando en un contexto esencialmente oral. 
“A partir del 460, poco más o menos, se produce un flujo importante de 
documentación. Datados entre esa fecha y fines del siglo, se han 
conservado unos trescientos documentos públicos... Estos documentos 
brindan la posibilidad de seguir los asuntos atenienses con mucho más 
detalle..., pero también presentan un problema importante de 
interpretación. ¿Por qué se produjo esta avalancha de documentación?”. 
 
 Su primera respuesta nos acerca a nuestro asunto: los profundos disturbios 
políticos que culminan con las reformas de Efialtes están de algún modo en el 
punto de partida de esta mutación. La otra parte de la respuesta está en los 
documentos mismos. Se trata de decretos de la asamblea en torno a cuatro 
cuestiones: asuntos exteriores en el sentido más general; rendiciones de cuenta 
de las transacciones anuales; lápidas dedicadas a los caídos en batalla; 
especificaciones referentes a los cultos, festivales y rituales. Los registros de 
gobierno se vuelven ostentosamente públicos, pues estos textos, escritos sobre 
piedra, bronce o cerámica, estaban destinados a ser expuestos ante los 
ciudadanos, en especial en la acrópolis y el ágora. El estallido de documentación 
no es azaroso y señala básicamente 
 
“la importancia de la asamblea como el cuerpo gubernamental soberano de 
verdad; la importancia que llegó a tener  el consejo de los quinientos, como 
principal órgano ejecutivo de gobierno; la forma en que podían ser hechas, 
y lo eran, las enmiendas a proposiciones, desde la parte baja de la 
asamblea y la devolución del poder a la ciudadanía, a través de la 
proliferación de juntas que dependían del consejo y de la asamblea y 
presentaban sus informes a esos cuerpos”. 
 
 Cuatro aspectos principales garantizaban la vigencia de este poder popular: 
la libertad de palabra de los ciudadanos; el acceso a los cargos públicos abierto a 
buena parte de ellos; la paga por el ejercicio de una magistratura; la creación de 
nuevas instancias de gobierno en función del control del desempeño de los cargos 
públicos40. Toda esta actividad política indica, pues, la construcción de un poder 
sin precedentes –que comenzará a ser identificado con el nombre de 
dēmokratia41– que mostrará una especial preocupación por la difusión de los actos 
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 J.K. Davies, La democracia y la Grecia clásica (1978), Madrid, 1981, 57-62, citas en 57 y 60, 
respectivamente (subrayado del autor). Esta articulación entre las reformas de Efialtes y el 
crecimiento espectacular de las inscripciones desde el 460 ya había sido señalada por R. Meiggs, 
The Athenian empire, Oxford, 1972, 18-20, 235. Este vínculo ha merecido asimismo la atención de 
R. Thomas, Literacy and orality, 132: “Realmente, puede haber alguna relación entre la extensión 
de los registros y el sistema político... Es decir, parece haber una correlación entre el número de 
documentos públicos de una polis y el grado en que su constitución era democrática”; cf. idem, 
“Literacy and the city-state in archaic and classical Greece”, en A.K. Bowman y G. Woolf (eds.), 
Literacy and power in the ancient world, Cambridge, 1994, 33-50, esp. 40-5. Ver S. Hornblower, El 
mundo griego, 479-323 a.C. (1983), Barcelona, 1985, 147-60, que sostiene que, más allá del 
enunciado general, la asamblea no era realmente soberana, y tenía restringido sus poderes tanto 
por el consejo de los quinientos, como por los generales y los demagogos. 
41
 Acerca de esta cuestión, véase el estudio ya clásico de G. Vlastos, “Isonomia”, AJPh, 74 (1954), 
337-66, que sostiene que el término dēmokratia emerge después de la voz isonomia: mientras que 
políticos de la comunidad, utilizando para ello una escritura realizada en un 
soporte material durable destinada a ser exhibida públicamente42. 
 El período de vigencia de esta soberanía popular queda delimitado por dos 
acontecimientos que giran en torno a las reformas de Efialtes respecto al consejo 
del Areópago, antiguo cuerpo aristocrático que desde las guerras médicas había 
tomado para sí la prerrogativa de actuar como guardián de la constitución (tēs 
politeias phulakē)43. En el año 462 el líder popular ataca al consejo en pos de 
anular tales prerrogativas44. Estas medidas inauguran el modo radical de la política 
democrática y abren el camino para el despliegue de la potestad asamblearia, en 
la que se otorga todo el poder al dēmos. En el 404 la democracia sufre una nueva 
interrupción45. Una de las primeras medidas tomadas por los líderes oligárquicos 
consistirá en dejar sin efecto las leyes de Efialtes referidas a los poderes del 
consejo del Areópago46. El restablecimiento de la democracia en el año 403 
conlleva, paradójicamente, la aceptación de un decreto por el cual dicho consejo 
vuelve a aparecer como garante de las leyes de la ahora restaurada democracia47. 
El ciclo radical está cerrado48. 
                                                                                                                                                                                         
el primero comienza a utilizarse en la segunda mitad del siglo V, la segunda se articula con las 
reformas de Clístenes. Cf. M.I. Finley, “La libertad del ciudadano en el mundo griego”, en La Grecia 
antigua: economía y sociedad (1981), Barcelona, 1984, 103-23; C. Meier, La nascita della 
categoria del politico in Grecia (1980), Bolonia, 1988, passim, y 155, 289-92, 369-70; R. Sealey, 
The Athenian republic. Democracy or the rule of law?, Pensilvania, 1987, 91-106, y esp. 98-102. 
Sin embargo, recientemente se ha señalado que la noción dēmokratia habría sido utilizada ya a 
finales del siglo VI o comienzos del V; ver M.H. Hansen, “The 2500th anniversary of Cleisthenes’ 
reforms and the tradition of Athenian democracy”, en R. Osborne y S. Hornblower (eds.), Ritual, 
finance, politics. Athenian democratic accounts presented to David Lewis, Oxford, 1994, 25-37, 
esp. 27-8. Pero como sostiene L. Sancho Rocher, Un proyecto democrático. La política en la 
Atenas del siglo V, Zaragoza, 1997, 194-6, si bien puede interpretarse que la isonomia fue creada 
por los que fueron más allá de la eunomia, en cambio, dēmokratia fue la denominación de un 
régimen político afirmado en la soberanía del dēmos (todos los ciudadanos) frente a la reclamada 
por los pocos. 
42
 De acuerdo con R. Osborne, “Inscribing performance”, en S. Goldhill y R. Osborne (eds.), 
Performance culture and Athenian democracy, Cambridge, 1999, 341-58, en 347, la importancia de 
la acrópolis ateniense para la exhibición de las inscripciones no ha de reducirse a su conveniente 
lugar central sino que debe tomarse en cuenta su importancia religiosa: las estelas en la acrópolis 
se colocaban ante los ojos de los dioses invitándolos a proteger a los hombres. 
43
 Aristóteles, Constitución de Atenas, XXV, 2; G.L. Cawkwell, “Nomophulakia and the Areopagus”, 
JHS, 108 (1988), 1-12. 
44
 Cf. R. Sealey, “Ephialtes, eisangelia, and the council”, en AA. VV., Classical contributions. 
Studies in honour of M.F. McGregor, Nueva York, 1981, 125-34; R.W. Wallace, “Ephialtes and the 
Areopagos”, GRBS, 15 (1974), 259-69, y The Areopagos council to 307 BC, Baltimore, 1985, 83-7. 
Recientemente, véase T.E. Rihll, “Democracy denied: why Ephialtes attacked the Areiopagus?”, 
JHS, 115 (1995), 87-98. 
45
 Como se sabe, ya había ocurrido otra entre 411 y 410. 
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 Aristóteles, Constitución de Atenas, XXXV, 2. 
47
 Andócides, Sobre los misterios, I, 83-84. Respecto de todas estas cuestiones, cf. L.G.H. Hall, 
“Ephialtes, the Areopagus and the Thirty”, CQ, 40 (1990), 319-28; también, R.W. Wallace, The 
Areopagus council, 131-44, y M.H. Hansen, The Athenian democracy in the age of Demosthenes. 
Structure, principles and ideology, Oxford, 1991, 288-95. 
48
 Otro elemento indicativo al respecto lo constituye la aprobación de una amnistía como forma de 
restablecer la unidad del cuerpo cívico colectivo. Y aun no es lo último que marca el agotamiento 
de la experiencia política ateniense del siglo V. 
 Como ha reconocido Claude Mossé49, si anteriormente se creía que la 
democracia radical surgía durante la guerra del Peloponeso, luego de la muerte de 
Pericles, extendiendo su vigencia hasta la caída de Atenas bajo las armas de 
Filipo en Queronea, un período considerado como de inexorable declive de la 
política50, en la actualidad, en cambio, se piensa el proceso en otros términos. A 
partir del 403 la democracia ateniense toma una forma más moderada. Tal vez el 
aspecto más relevante de este cambio sea la limitación de los poderes de la 
ekklēsia y la paralela instauración de comisiones de nomothētai que toman en sus 
manos una serie de funciones que hasta entonces estaban bajo la órbita de la 
asamblea51. Esto se manifiesta en una serie de mutaciones tales como las 
revisiones de las leyes, la profesionalización de la política con la separación entre 
las funciones de los rhētores y los stratēgoi y la aparición de la figura del orador 
como político especializado52, la aplicación sistemática de la graphē paranomōn a 
través de los dikastēria encargados de velar por la armonía constitucional, el 
control más exhaustivo de las leyes sancionadas, todo esto va a privar a la 
asamblea de los amplios poderes políticos y legislativos que detentaba durante la 
segunda mitad del siglo V53. Se trata, pues, de una mutación que la historiografía 
reciente ha asumido bajo la idea de un pasaje de la soberanía popular a la 
soberanía de la ley54. 
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 C. Mossé, Politique et société en Grèce ancienne. Le “modèle” athénien, París, 1995, 121-3. 
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 Cf. por ejemplo, la propia tesis de C. Mossé, La fin de la démocratie athénienne, París, 1962, y J. 
de Romilly, Problèmes de la démocratie grecque, París, 1975, 154-70. 
51
 Al respecto, A.H.W. Harrison, “Law-making at Athens at the end of the fifth century BC”, JHS, 75 
(1955), 26-35; D.M. MacDowell, “Law-making at Athens in the fourth century BC”, JHS, 95 (1975), 
62-74. Una serie de trabajos ha reconsiderado el problema, en especial, M.H. Hansen, “Athenian 
nomothesia in the fourth century BC, and Demosthenes' speech against Leptines”, C&M, 32 (1980), 
87-104, y The Athenian democracy, 161-77; P.J. Rhodes, “Nomothesia in fourth-century Athens”, 
CQ, 35 (1985), 55-60, y “Nomothesia in classical Athens”, Le educazione giuridica (Perugia), vol. 2 
(1987), 5-26. Cf. M.I. Finley, El nacimiento de la política (1983), Barcelona, 1986, 96-7, y n. 4, que 
limita el alcance del poder práctico de la nomothēsia y, consecuentemente, considera que la 
asamblea durante el siglo IV siguió teniendo un poder que no se hallaba limitado por nada ni por 
nadie. 
52
 Cf. S. Perlman, “The politicians in the Athenian democracy of the fourth-century BC”, Athenaeum, 
41 (1963), 327-55, y “Political leadership in Athens in the fourth-century BC”, PP, 22 (1967), 161-
76; M.H. Hansen, “The Athenian ‘politicians’ 403-322 BC”, GRBS, 24 (1983), 33-55, y “Rhetores 
and strategoi in fourth-century Athens”, GRBS, 24 (1983), 151-80 (= The Athenian ecclesia II. A 
collection of articles 1983-89, Copenhague, 1989, caps. 1 y 2, respectivamente), y The Athenian 
democracy, 266-87. Véase, también, R.K. Sinclair, Democracy and participation in Athens, 
Cambridge, 1988, 34-48; J. Ober, Mass and elite in democratic Athens. Rhetoric, ideology, and the 
power of the people, Princeton, 1989, 104-55. 
53
 Ver M.H. Hansen, The Athenian democracy, 150-60, y The Athenian assembly in the age of 
Demosthenes, Oxford, 1987, 94-124. Los amplios poderes y funciones de la asamblea durante el 
siglo V han sido analizadas recientemente por C.G. Starr, The birth of Athenian democracy. The 
assembly in the fifth century BC, Oxford, 1990, 39-48. 
54
 Asunto que Martin Ostwald ha analizado en un libro que muestra acabadamente la gran 
distancia existente entre la democracia del siglo V y la del IV: From popular sovereignty to the 
sovereignty of law. Law, society, and politics in fifth-century Athens, Berkeley, 1986. 
Recientemente, el asunto ha sido analizado extensamente por D. Musti, Dēmokratia. Origini di 
un’idea, Roma-Bari, 1995, 175-241. Ver, asimismo, las apreciaciones de M.H. Hansen, The 
Athenian democracy, 159-60, 300-4; S.C. Todd, The shape of Athenian law, Oxford, 1993, 298-9; 
C. Mossé, Politique et société, 173-8; D. Cohen, Law, violence, and community in classical Athens, 
 El cierre del ciclo radical con el consecuente imperio de la ley que restringe 
la capacidad política del dēmos, ¿afecta la particular articulación entre escritura y 
poder popular que señala Davies? La escritura de la ley tiene un rol central en la 
construcción del vínculo entre ley y sociedad en la Atenas clásica, pues la 
publicidad de los actos de gobierno exigía la difusión de las resoluciones políticas, 
legales y administrativas55. El análisis de este vínculo implica adentrarse de lleno 
en la producción de la asamblea, en el modo en que se hacían las leyes, eso que 
en inglés se denomina de manera muy gráfica con la expresión law-making, y que 
en la Atenas de la segunda mitad del siglo V implicaba a la asamblea y su proceso 
de decision-making56. En el marco de las relaciones entre la ley y la polis, Stephen 
Todd analiza el papel fundamental otorgado a la asamblea a este respecto y pone 
de manifiesto con gran claridad los lazos indisociables entre la decisión política, la 
ley y el contrato social. El conjunto del sistema político democrático se hallaba 
organizado por la ley. Por ende, las instituciones de gobierno estaban 
indisolublemente ligadas a ella. En este contexto, el autor destaca los amplios 
poderes de la asamblea durante el siglo V, dado que controlaba todos los asuntos 
políticos y tenía una capacidad ilimitada para legislar. A partir del año 403, cuando 
la supremacía del pueblo dé paso al imperio de la ley, tales poderes quedarán 
restringidos57. 
                                                                                                                                                                                         
Cambridge, 1995, 34-56. Cf. R.K. Sinclair, Democracy and participation, 77-105, y J. Ober, Mass 
and elite, 95-103, 299-304, que no trazan una frontera tan evidente entre imperio de la ley y 
soberanía del pueblo, y, por ende, tampoco trazan una distinción tajante entre la democracia del 
siglo V y la del IV. Para una posición totalmente contraria a la que aquí seguimos, véase R. Sealey, 
The Athenian republic, 146-8: Atenas era una república regida por la ley, no una democracia; por lo 
tanto, la soberanía popular no existió en ningún momento y bajo ningún aspecto. 
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 Cf. D. Musti, Dēmokratia, 63-102, y esp. 73-6. Pero es necesario advertir que esto no significa 
adoptar la posición de B.D. Meritt, Epigraphica Attica, Cambridge (Mass.), 1940, 89-93, que 
establece una dependencia estrecha entre gobierno democrático y escritura para publicitar los 
actos de gobierno. Como señala C.W. Hedrick, Jr., “Democracy and the ancient epigraphic habit”, 
Hesperia, 68 (1999), 387-439, en 425, el despliegue de inscripciones sólo en parte estuvo 
motivado por la ideología democrática, y no hay nada intrínsecamente democrático en la escritura; 
el carácter y el significado democráticos de las inscripciones públicas no era algo inherente a las 
mismas sino históricamente producido, es decir, contingente y contextual. 
56
 Llama la atención en este sentido la falta de un lugar preciso para la asamblea en el reciente 
análisis de R. Garner, Law and society in classical Athens, Londres, 1987. El índice temático, por 
ejemplo, no incluye el término ni en su forma inglesa ni en su versión griega. Y es inútil que lo 
busquemos, puesto que la cuestión central que se plantea el autor consiste en indagar las 
peculiaridades tanto de las leyes particulares como de la administración legal ateniense y sus 
procedimientos operativos. Esto no es en sí mismo objetable; pero para un trabajo que se propone 
tratar el problema de la ley ateniense centrándose casi en forma exclusiva en el siglo V, no 
mencionar siquiera a la asamblea conlleva desentenderse totalmente de un elemento fundamental. 
También llama la atención que al analizar los cambios que llevan de la democracia del siglo V a la 
del IV a partir de ese lapso dramático que constituye el período 411-403, tampoco entonces diga 
nada acerca de lo que ocurre con la asamblea (cf. 131-2), puesto que lo que los autores suelen 
destacar en este marco es el tema de la revisión de las leyes, así como la modificación de los 
procedimientos institucionales vigentes para dictar leyes. 
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 S.C. Todd, The shape of Athenian law, 293-300; cf. 114-6; también, S.C. Todd y P. Millett, “Law, 
society and Athens”, en P.A. Cartledge, P. Millett y S.C. Todd (eds.), Nomos. Essays in Athenian 
law, politics and society, Cambridge, 1990, 1-18. Todd critica la posición de R. Sealey, The 
Athenian republic, 32-52, que sostiene que durante el siglo V se destaca ya una tendencia hacia el 
imperio de la ley que concluye lógicamente en el IV con la codificación legal y una “separación de 
 La escritura de la ley en el marco de la democracia radical ateniense nos 
conduce, pues, a la actividad política sin restricciones de los ciudadanos en las 
reuniones de la asamblea. Ahora bien, la escritura de la ley no se confunde con su 
producto inmediato, esto es, la ley escrita. En efecto, el conjunto de inscripciones 
atenienses de la segunda mitad del siglo V nos permite acceder a los resultados 
emergentes de las reuniones de la asamblea, es decir, las leyes escritas, pero no 
al momento mismo de la práctica política asamblearia, que es la que “escribe” las 
leyes. Aunque resulta bien evidente que ambos momentos son correlativos, las 
prácticas que organizan uno y otro son muy distintas. La ley escrita supone el 
espacio de la difusión y la aplicación normativa y judicial de algo ya dado. La 
escritura de la ley, en cambio, se articula con el acto mismo de hacer la ley, 
aunque no se confunde con este acto sino que guarda una conveniente 
distancia58. La forma de hacer la ley implica para Aristóteles adentrarse en la 
forma de gobierno de la polis. En relación con la democracia radical considera que 
aquella situación en la que el proceso de hacer la ley está completamente en 
manos del pueblo conduce indefectiblemente a la peor politeia, y llega incluso a 
sugerir que ni siquiera debería ser considerada una politeia, puesto que en un 
caso así las leyes no tienen ninguna autoridad59. Aristóteles señala que en un 
régimen como éste60 
 
“La multitud (plēthos) es soberana (kurion einai) y no la ley (mē ton 
nomon), lo cual sucede cuando son soberanos los decretos 
(psēphismata kuria) y no la ley (mē ho nomos)... Así el pueblo (dēmos) 
llega a ser monarca constituyéndose uno de muchos (heis ek pollōn); 
pues los muchos son soberanos no cada uno por sí mismo sino en 
conjunto... En efecto, un pueblo tal, igual que si fuera un monarca, busca 
reinar totalmente (monarkhein) sin gobernar conforme a la ley... [Los 
demagogos] son los responsables de que sean soberanos los decretos y 
no las leyes al llevar todas las cosas al pueblo (eis ton dēmon), ya que 
deben su importancia a que el pueblo es soberano de todo (dēmon 
pantōn einai kurion), y ellos de la opinión (doxēs) del pueblo, porque la 
multitud les obedece (peithetai). Además, los que acusan a los 
                                                                                                                                                                                         
poderes”. Sealey toma esta última idea de M.H. Hansen, “Initiative and decision: the separation of 
powers in fourth-century Athens”, GRBS, 22 (1981), 345-70. Pero, como argumenta Todd (The 
shape of Athenian law, 299-300), Hansen utiliza la idea con un objetivo diferente: no se trata de 
una separación entre las instituciones políticas y judiciales, como pretende Sealey buscando así 
dejar a los tribunales fuera de la política, sino de una separación entre cuerpos que proponen 
iniciativas y cuerpos que toman decisiones. 
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 La separación entre producción de la ley y escritura de la misma ha sido señalada con fuerza por 
R. Osborne, “Inscribing performance”, op. cit., passim, que interpreta la escritura como una 
selección que despolitiza las decisiones de la asamblea ateniense desalentando la reapertura de 
los asuntos. “Si hay una brecha entre las palabras de la asamblea y las palabras inscriptas en la 
piedra, hay también una brecha entre las palabras inscriptas en la piedra y las acciones resultantes 
de la decisión de la asamblea. Las palabras grabadas en una inscripción no son claramente todo lo 
que sucede como resultado de la decisión que ellos [los atenienses] graban” (p. 347, subrayado en 
el original).  
59
 Aristóteles, Política, 1292a 30-37 
60
 Ibid., 1292a 5-30. 
magistrados dicen que es menester que el pueblo decida (krinein), y éste 
acepta la invitación complacido; de este manera, todas las magistraturas 
se disuelven (kataluontai pasai hai arkhai)”. 
 
 Es evidente que, en una democracia como la que se define en este párrafo, 
la institución que resulta ser soberana es la ekklēsia, puesto que “política e 
institucionalmente, el dēmos es siempre la asamblea”61. Es allí principalmente 
donde el pueblo se convierte en una especie de monarca colectivo que posee el 
poder real no en forma individual sino en conjunto, como unidad de muchos. En 
esta tarea el pueblo no actúa solo. La figura del demagogo resulta un elemento 
esencial, pues se trata de un líder que lleva todos los asuntos ante el pueblo, 
operando de manera tal que su opinión, persuasión mediante, puede ser tomada 
por el pueblo como un mandato a seguir. Es asimismo en la asamblea donde el 
pueblo tiene capacidad para establecer decretos sin necesidad de obedecer la ley. 
En rigor, sus decretos son la ley, y la contraposición entre psēphisma y nomos 
tiende a destacar no la falta de reglas, puesto que las hay, sino la fuerza inusitada 
que adquiere el pueblo en tanto que puede hacer, deshacer, rehacer y volver a 
deshacer las normas a su arbitrio, situándose por encima de las leyes vigentes, 
legislando sin ataduras y haciendo así que sus decretos sean edictos, o mejor 
aún, que sus decretos sean leyes62. 
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 D. Plácido, La sociedad ateniense. La evolución social en Atenas durante la guerra del 
Peloponeso, Barcelona, 1997, 210. Esta cuestión se desprende de la equiparación, en un sentido 
estrictamente institucional, entre dēmos y ekklēsia y nunca con dikastērion. Véase M.H. Hansen, 
“Demos, ecclesia and dicasterion in classical Athens”, GRBS, 19 (1978), 127-46 (= The Athenian 
ecclesia I. A collection of articles 1976-83, Copenhague, 1983, cap. 9). A diferencia de Hansen, M. 
Ostwald, From popular sovereignty to the sovereignty of law, 34-5, n. 131, concluye que si bien 
dēmos se asocia frecuentemente con la asamblea y rara vez con los tribunales de justicia, esto no 
significa que los dikastēria no tengan que ser considerados como representativos del pueblo como 
un todo. J. Ober, “The nature of the Athenian democracy”, CPh, 84 (1989), 322-34 (= The Athenian 
revolution. Essays on ancient Greek democracy and political theory, Princeton, 1996, 107-22), hace 
hincapié en un asunto realmente opinable: la idea de representación aplicada por Hansen. Ober 
propone en su remplazo la noción de sinécdoque, es decir, una parte que simbólicamente se 
refiere al todo. De este modo, tanto la asamblea como los tribunales serían partes del cuerpo cívico 
que aluden al todo que es el pueblo. Para Hansen, la idea de representación se aplica sólo a los 
dikastēria, en tanto sus poderes se derivan del dēmos ateniense, entendido como el estado 
ateniense, aunque no de la ekklēsia, es decir, el dēmos en su sentido institucional. Por ende, en 
este último plano, la noción de dēmos denota a la ekklēsia y significa: el pueblo en asamblea; en 
un sentido más amplio, continúa Hansen, señala al conjunto del pueblo: todos los atenienses o, lo 
que es lo mismo, el estado ateniense. Finalmente, en su alcance constitucional dēmos es sinónimo 
de dēmokratia, mientras que desde el punto de vista social denota a la gente común. La asamblea, 
pues, no era representativa del pueblo sino que era el pueblo mismo actuando como un cuerpo 
político. Cf. asimismo, P.J. Rhodes, A commentary on the Aristotelian Athenaion Politeia, 2ª ed. 
Oxford, 1993, 317-8, 545; R.K. Sinclair, Democracy and participation, 70-1, 79. Para la respuesta 
de Hansen a todas estas críticas, “Demos, ekklesia and dikasterion. A reply to Martin Ostwald and 
Josiah Ober”, C&M, 40 (1989), 101-6 (= The Athenian ecclesia II, cap. 11); también, The Athenian 
assembly, 96-7, 104. 
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 Cf. J. de Romilly, La loi dans la pensée grecque des origines à Aristote, París, 1971, 209-12. 
 En el siglo V, la idea de psēphisma está ligada a la práctica popular del 
psēphos o voto que era el modo de decisión en las reuniones de la asamblea63. Es 
por esto que, en principio, no había una distinción estricta entre psēphisma y 
nomos, porque psēphisma no era sólo el decreto sino la votación, es decir, el acto 
de decisión, cuyo efecto bien podía ser una nueva ley64. Recién en el siglo IV se 
llegará a una demarcación más precisa entre psēphisma y nomos: mientras el 
primero será de tipo particular, aplicado a resoluciones circunstanciales, el 
segundo, en cambio, tendrá un carácter general65. Todo esto debe situarse en el 
marco del reparto de funciones desarrollado en este período, que dividió la 
iniciativa de presentar propuestas y la decisión de las mismas, a la vez que 
restringió los poderes de la asamblea66. Pero en el siglo V lo que se destaca es la 
correlación entre psēphisma y nomos: la ley, en todo caso, es un efecto del acto 
de decisión popular en la asamblea. 
 El reciente estudio de David Cohen pondera cuál era el lugar específico de 
la asamblea dentro del marco general de las instituciones populares en relación 
con el problema de la ley. La asamblea y los tribunales eran las instancias 
centrales de un sistema donde soberanía popular e imperio de la ley interactuaban 
como dos polos que entraban en contacto a través del juego político entre masas y 
elites, permitiendo así un funcionamiento estable, incluso en el marco de la 
democracia radical. Los líderes no podían más que reafirmar su ascendencia en el 
seno de las instituciones populares, tanto en la asamblea, donde debían 
confrontar ante el dēmos para lograr que se aceptaran sus propuestas políticas, 
como en los tribunales, en los que solían muchas veces juzgarse su honor, 
posición social y reputación. En la práctica legal ateniense se buscaba determinar, 
a través de un juicio colectivo, si los actos en cuestión de un ciudadano eran 
correctos o erróneos, y a partir de esto si era bueno o malo, tomando en 
consideración para ello ciertas categorías generales de delitos y los estatutos y 
expectativas normativas de la comunidad. No se procedía mediante distinciones 
definicionales sino según una valoración moral más general tanto de la calidad del 
acto cuanto del agente actuante. Estas evaluaciones generales, que recaían sobre 
las personas y sus actos, y que de hecho podían conducir a violaciones de los 
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 Cf. M.H. Hansen, The Athenian democracy, 161-2, y F. Ruzé, Délibération et pouvoir dans la cité 
grec-que de Nestor à Socrate, París, 1997, 441-3. 
64
 Cf. M.I. Finley, El nacimiento de la política, 96, n. 4, y sobre todo idem, “La constitución 
ancestral”, en Uso y abuso de la historia (1975), Barcelona, 1977, 45-90, esp. 49-51 y n. 10, donde 
destaca la necesidad de no separar en forma mecánica entre ley y decreto. Haciendo nuestras sus 
palabras, diremos que si escribimos “leyes” para referirnos a las normas más generales y 
“decretos” para indicar las decisiones de la asamblea sobre cuestiones singulares, es porque tal 
distinción de vocabulario parece ser “natural” en nuestro lenguaje, lo cual no significa que lo fuera 
en la lengua de los atenienses del siglo V a.C. Cf. sin embargo, R. Osborne, “Iscribing 
performance”, op. cit., 344, que da un ejemplo concreto de la falta de distinción entre medidas 
particulares y reglas generales durante el siglo V, y señala el cambio operado en el siglo IV a este 
respecto. 
65
 M.H. Hansen, “Nomos and psephisma in fourth-century Athens”, GRBS, 19 (1978), 315-30, y 
“Did the Athenian ecclesia legislate after 403/2?”, GRBS, 20 (1979), 27-53 (= The Athenian ecclesia 
I, caps. 10 y 11, respectivamente). Cf. S Todd, The shape of Athenian law, 18-9. 
66
 Cf. M.H. Hansen, “Initiative and decision”, op. cit., passim; P.J. Rhodes, “Athenian democracy 
after 403 BC”, CJ, 75 (1980), 305-23. 
propios principios legales propuestos como obligatorios por los mismos 
atenienses, no eran excesos de la política y la justicia populares sino más bien 
contradicciones características que emergían “como el producto de una tensión 
fundamental dentro del proceso legal ateniense, una tensión central a la misma 
noción de ley en una democracia radical”67. 
 Podemos concluir que en la etapa de la democracia radical el proceso de 
hacer la ley se hallaba esencialmente conectado con el proceso de toma de 
decisiones por parte del cuerpo de ciudadanos reunido en asamblea. La Atenas de 
la segunda mitad del siglo V estaba, pues, marcada por este modo histórico de la 
política en el que la ekklēsia legislaba de modo tal que incidía no sólo sobre las 
leyes ya vigentes o los marcos regulatorios de la conducta cívica sino sobre las 
condiciones de posibilidad para establecer reglas. Bajo estas circunstancias, la 
ley, una vez colocada es meson, pasó a estar sujeta a discusión transformándose 
así en objeto de decisión. Se trata entonces de una lucha entre derechos 
contrapuestos, un derecho que se enfrenta a otro derecho en el terreno político, 
disputa que no es ni más ni menos que la oposición de los argumentos en la 
asamblea68. La escisión entre derechos se instala a partir de una división en el uso 
de la palabra, que habilita el conflicto de opiniones a partir del debate y la 
contienda discursiva entre los ciudadanos, puesto que ninguno de ellos podía 
colocarse por encima de los demás. De modo que la contraposición de un derecho 
con otro resulta similar a la oposición de una voz con otra en la asamblea. Por 
cierto, esta lucha entre derechos opuestos es posible a partir de la igualdad, pues, 
en tal caso69, 
 
“tanto el débil (asthenēs) como el poderoso (plousios) tienen una justicia 
igualitaria. Para los más débiles (asthenesterois) existe la misma 
posibilidad de contestar al que tiene fortuna (eutukhounta) cuando 
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 D. Cohen, Law, violence, and community, 41-2, 187-93, cita en 190. El punto de vista de Cohen 
es, en cierto modo, complementario al de J. Ober, Mass and elite, 289-92, 304-6 y 332-9: los 
valores aristocráticos fueron incorporados a la ideología política de la Atenas clásica; pero el ēthos 
aristocrático y su terminología no suprimieron ni socavaron los ideales igualitarios, sino que los 
ideales aristocráticos se conformaron según las necesidades del estado democrático. El balance 
entre diversas oposiciones: libertad/consenso; soberanía del dēmos/imperio de la ley, etc., 
implicaba siempre el problema general de la relación entre masa y elite, y, tras esto, la cuestión de 
cuáles eran los límites de la colectividad sobre cualquier parte constitutiva. Los ciudadanos 
terminaron aceptando ambos conceptos contradictorios en una unidad complementaria, de modo 
que las tensiones derivadas de la existencia simultánea de las desigualdades sociales y la igualdad 
política fueron resueltas en el plano ideológico. Este control ideológico de la masa ciudadana 
ateniense sobre la elite, si bien no era un sistema perfecto, posibilitaba, sin embargo, que las 
tensiones encontraran canales de resolución por medio de figuras simbólicas. Todo ello coadyuvó 
en favor de un alto grado de armonía social y, en consecuencia, una falta de conflictos de clases 
abiertos. 
68
 J. Bertrand y M. Brunet, Les Athéniens. À la recherche d’un destin, París, 1993, 143-54, indican 
breve pero convincentemente esta situación, y brindan un compendio de fragmentos documentales 
que señalan bien a las claras de qué manera los propios atenienses disputaban entre sí a través 
de debates apasionados y continuos que no conocían más punto de detención que uno provisorio 
atado a las circunstancias del momento. 
69
 Eurípides, Suplicantes, 433-437; el poeta pone esta situación bajo condición de las leyes 
escritas, hecho que analizaremos en seguida. 
escuchan un agravio; vence el más humilde (meiōn) al grande (megan) 
teniendo justicia”. 
 
 Al haber derechos iguales pero enfrentados, el único modo de decidir es a 
través de la fuerza. El enfrentamiento no se da entonces entre dominadores y 
dominados –ubicados en una posición asimétrica unos respecto de otros– sino 
entre derechos iguales pero contrapuestos. De allí las varias acepciones que 
podía dársele a la noción de stasis70. En la Atenas de la segunda mitad del siglo V, 
la situación de conflicto no provenía de la explotación, la debilidad o el 
sometimiento de las clases populares en relación con los poderosos, ya que no 
hablamos del dēmos en su sentido de clase social dominada o subalterna sino en 
tanto sujeto político configurado por la decisión efectiva del cuerpo reunido en 
asamblea. Este poder del pueblo era consecuencia de la igualdad y la libertad de 
palabra, en definitiva, del espacio isonómico que posibilitaba que la constitución 
misma y la ley de la ciudad pudieran ser puestas a prueba. 
 
De la palabra hablada a la escritura de la ley 
 En el enfrentamiento de los ciudadanos en la asamblea democrática, la 
oratoria, conformada según el modelo del logos político, constituía el medio por el 
cual se hacían escuchar las diferentes voces que pretendían intervenir en el 
debate71, poniéndose así de manifiesto de modo efectivo tanto la soberanía 
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 Cf. M.I. Finley, El nacimiento de la política, 140, que pone de relieve la multiplicidad de 
acepciones del concepto; también P. Vidal-Naquet, “Edipo entre dos ciudades. Ensayo sobre Edipo 
en Colono”, en J.-P. Vernant y P. Vidal-Naquet, Mito y tragedia en la Grecia antigua II (1986), 
Madrid, 1989, 185-221, en 190-1 donde señala que, “en Atenas, el debate político, la lucha política 
son presentados la mayoría de las veces no como práctica normal de la ciudad democrática, sino 
como la stasis, por emplear un término cuyo sentido se despliega sobre el espectro que va de la 
simple posición vertical a la guerra civil pasando por la facción política”. Véase N. Loraux, a quien 
Vidal-Naquet sigue, que ha recolectado una serie de trabajos sobre la stasis en su reciente libro La 
cité divisée. L’oubli dansla mémoire d’Athènes, París, 1997, a lo largo del cual muestra que la 
ciudad ateniense, al hallarse atravesada por las luchas de los ciudadanos entre sí, se convierte en 
una ciudad enferma y acosada por la división, que se cierne como una amenaza absoluta, y donde 
el olvido de los hechos luctuosos resulta ser el modo de tratar de evitar la vuelta de la stasis. Ahora 
bien, la stasis permanente ocurre porque las disputas políticas entre los ciudadanos son el único 
modo de establecer resoluciones para la ciudad. Pero el conflicto civil permanente no implica como 
condición necesaria la violencia física: aunque en algunas ocasiones apareció en el horizonte de la 
política ateniense (el asesinato de Efialtes; los ajusticiamientos y las matanzas de los años 411/10 
y 404/3), no siempre ocurría así. Respecto de este punto, véase G. Herman, “How violent was 
Athenian society?”, en R. Osborne y S. Hornblower (eds.), Ritual, finance, politics, 99-117, y D. 
Cohen, Law, violence, and community, 119-42. Cf. S. Johnstone, Disputes and democracy. The 
consequences of litigation in ancient Athens, Austin, 1999, esp. 126-33. 
71
 Sobre el discurso oratorio, véase I. Worthington, “Greek oratory, revision of speeches and the 
problem of historical reliability”, C&M, 42 (1991), 55-74, y “Greek oratory and the oral/literate 
division”, en idem (ed.), Voice into text. Orality and literacy in ancient Greece, Leiden, 1996, 165-
77; también C. Carey, “Rhetorical means of persuasion”, en I. Worthington (ed.), Persuasion. Greek 
rhetoric in action, Londres, 1994, 244-63, y “Nomos in Attic rhetoric and oratory”, JHS, 116 (1996), 
33-46. Recientemente, ver F. Desbordes, La rhétorique antique. L’art de persuader, París, 1996; cf. 
H. Yunis, Taming democracy. Models of political rhetoric in classical Athens, Ithaca, 1996, passim y 
1-18; vide asimismo S. Lewis, News and society in the Greek polis, Chapel Hill, 1996, 97-123, y C. 
Coulet, Communiquer en Grèce ancienne. Écrits, discours, information, voyages, París, 1996, 117-
popular en acto como el derecho de cualquier ciudadano a dar su palabra si así lo 
deseaba. La pregunta que abría el debate: “¿Quién quiere tomar la palabra?” (tis 
agoreuein bouletai;), o en una forma más literaria: “¿Quién teniendo algún consejo 
(bouleuma) útil para la ciudad quiere ponerlo en el centro (es meson pherein)?”, 
considerada por el personaje de Eurípides marca distintiva de la libertad 
democrática, era pronunciada por el heraldo para habilitar la enunciación de 
propuestas que serían sometidas a discusión72. Cada uno de los que tomaba la 
palabra se situaba en un lugar determinado por el funcionamiento político e 
institucional de la asamblea: era el orador que exponía ante la multitud. Los 
mecanismos procedimentales que articulaban la toma de la palabra por parte del 
orador permitían el despliegue de la retórica no sólo como arte del discurso 
deliberativo sino, sobre todo, en tanto posibilidad de proferir enunciados políticos 
en un marco en que la multiplicidad de voces –la comunidad presente en la 
asamblea– habilitaba la toma de decisiones que eran responsabilidad de la ciudad 
en su conjunto. Pero la presencia del orador no señala un carácter individual o 
personal dentro de un espacio colectivo. La palabra, sostiene Isócrates 
haciéndose eco de la doctrina del primer inventor, permite convencernos 
mutuamente y aclararnos aquello sobre lo que tomamos decisiones; pues todo lo 
que se ha inventado para dejar de lado la vida salvaje (reunirse para habitar en 
ciudades, establecer leyes, descubrir técnicas) ha sido posible mediante la 
palabra73. Jacqueline de Romilly recuerda que “la palabra podía, por sí misma, 
dirigirse a todos”, motivo por el cual ella era necesaria y soberana74. El que 
tomaba la palabra, si bien lo hacía a título personal –puesto que no existía la idea 
de representación, es decir, un ciudadano que pudiera hablar en nombre de todo 
un grupo– en realidad, hablaba como si fuera la voz de la comunidad a la que por 
un lapso determinado, el de su locución, le había cedido su aparato fonador75. La 
voz se ubicaba en el centro, hecho que en la práctica implicaba que el orador se 
situara en el bēma. La idea de llevar al centro, que veíamos aparecer en el pasaje 
                                                                                                                                                                                         
40, que analizan las funciones de la asamblea en el contexto más amplio de las formas de 
comunicación oral y escrita. 
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 Aristófanes utiliza en tres ocasiones la pregunta citada en primer lugar (Acarnienses, 45; 
Tesmoforiantes, 379; Asambleístas, 130) para dar comienzo a distintas asambleas paródicas que 
evocan de un modo u otro a la institución ateniense principal. La misma fórmula se encuentra en 
Demóstenes (Sobre la corona, 170), que señala también la sorpresa que había causado en esa 
ocasión que refiere el hecho de que nadie pidiera la palabra por más que el heraldo repetía la 
fórmula una y otra vez. Respecto del segundo enunciado, Eurípides, Suplicantes, 438-439; cf. 
Orestes, 885. 
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 Isócrates, Sobre el cambio, XV, 254. Algo similar se lee en Sófocles, Antígona, 332-361. 
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 J. de Romilly, ¿Por qué Grecia? (1992), Madrid, 1997, 92, y n. 3, donde la autora se pregunta 
pertinentemente cómo, en asambleas al aire libre de dos mil o tres mil personas, podían dejarse oír 
las voces. Una respuesta al problema ha sido ensayada en un artículo reciente: C.L. Johnstone, 
“Greek oratorical settings and the problem of the Pnyx: rethinking the Athenian political process”, en 
idem (ed.), Theory, text, context. Issues in Greek rhetoric and oratory, Albany (N.Y.), 1996, 97-127, 
que da cuenta de ciertos inconvenientes ambientales (ruido, viento, etc.) en el acto comunicacional 
de los oradores en la asamblea en el marco de la Pnyx. 
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 Hemos elaborado estas ideas a partir de las sugerencias de J. Svenbro, Phrasikleia, 53-73; “La 
Grecia arcaica y clásica. La invención de la lectura silenciosa”, en G. Cavallo y R. Chartier (dirs.), 
Historia de la lectura en el mundo occidental (1997), Madrid, 1998, 57-93, esp. 68-77. Véase 
también E.A. Havelock, The literate revolution, 39-59. 
recién citado de las Suplicantes de Eurípides, y que Marcel Detienne destaca al 
analizar la configuración de la palabra diálogo76, implica someter la palabra a la 
consideración de toda la comunidad. Por este mismo motivo, la palabra proferida 
por el orador ya no le pertenece a él sino que ha sido tomada por la polis. Podría 
decirse que su voz ya no es suya sino que, por un momento, es la comunidad la 
que habla a través de su palabra, de manera que el cuerpo político se enfrenta a 
sí mismo a través de un desdoblamiento en el que la figura del orador 
circunstancial, que pronuncia el discurso situado en el espacio común, es 
confrontada con la de los que escuchan. Este distanciamiento se revierte en la 
medida en que la votación zanja el debate, y por ende la escisión. Por otra parte, 
el hecho de que un cualquiera pueda ocupar el lugar asignado en el centro implica 
que ningún elemento logre algún tipo de privilegios en el uso de dicho sitio: en 
cada situación y según las circunstancias77, los hablantes tomarán la palabra 
otorgada por la comunidad reunida en asamblea, cediéndole a ésta su voz para 
que la política se produzca como evento colectivo. 
 En tanto la asamblea se organiza durante el debate a partir de dos lugares 
reversibles, el del orador que habla y el de la multitud que escucha, en tanto 
cualquiera puede dejar momentáneamente el anonimato y pedir la palabra para 
ceder su voz a la comunidad, en tanto el que pronuncia el discurso tiene a su 
disposición los recursos de la retórica, es evidente que las articulaciones entre la 
enunciación desde el centro del espacio político, los enunciados de la voz 
hablante y la descodificación por parte del auditorio resultan fundamentales, pues 
habilitan la toma de la decisión. Lo que se pone en funcionamiento allí es la 
persuasión, es decir, la capacidad de los discursos pronunciados para causar un 
impacto sobre los oyentes. En consecuencia, el hecho de prestar la voz no implica 
una pura pasividad de parte de quien habla; existen oradores mejores y peores, de 
manera que el uso de la palabra conlleva una capacidad material que actúa sobre 
los cuerpos de los oyentes, generando estados de ánimo favorables o 
desfavorables hacia los enunciados que escuchan78. Hay, entonces, una 
individualidad genérica dentro de la asamblea asociada a la ocupación del lugar 
de la palabra, es decir, un cualquiera que se sitúa en la posición habilitada por el 
dispositivo en el momento en que su voz ofrece al público “su discurso”, entre 
comillas, porque en realidad ya es de la comunidad. Inmediatamente después de 
concluida su intervención, la singularidad con la que ha sido investida “su palabra”, 
también entre comillas por la misma razón, y la posición de esta individualidad se 
desvanecen para dar paso a la utilización del lugar de la palabra por parte de otra 
individualidad genérica que operará bajo las mismas condiciones en las que lo ha 
hecho la voz anterior; o, en su defecto, para dar paso a la resolución de la 
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 M. Detienne, Los maestros de verdad en la Grecia arcaica (1967), Madrid, 1981, 87-108. 
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 Cuestión expresada por los griegos a través del vocablo kairos, que Gorgias tomará 
debidamente en cuenta cuando señale las condiciones de enunciación de un discurso persuasivo. 
Véase G. Tortora, “Il senso del kairos in Gorgia”, SicGymn, 38 (1985), 537-64; recientemente, cf. B. 
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 Este será justamente uno de los argumentos principales de Gorgias, como puede verse en su 
Encomio a Helena: el uso persuasivo de la palabra puede inducir en el que escucha las 
sensaciones más fuertes y diversas. 
comunidad, que votará en función de los enunciados que las voces han puesto a 
circular en la situación. 
 Que las marcas individuales no tienen más vida que la fugaz ocupación del 
bēma por parte del orador lo ponen de manifiesto dos consideraciones. El uso del 
epíteto agoraios aplicado a varios dioses y en especial a Zeus nos recuerda que el 
discurso no es atributo del que habla sino del espacio público que hace posible la 
circulación de la palabra política. La propia Atenea, como lo vemos al final de las 
Euménides de Esquilo, se alegra de haber sido ayudada por la Persuasión 
divinizada, que vigiló su lengua y su boca, pero el triunfo no es de ella sino 
justamente de Zeus agoraios, el dios de la palabra y el debate protector del 
diálogo en las asambleas (o, cabría decir, de la oposición mediante la palabra)79. 
Es decir que la utilización del logos político, que permite convencer mediante la 
elocuencia, conlleva la toma de una decisión cuya traza emergente resulta 
plenamente colectiva, manifestada en este caso religiosamente a través de la 
figura del rey de los dioses. En el plano profano hay un enunciado que simboliza 
esta cuestión: “Ha sido decidido por el pueblo” (edoxe tōi dēmōi). Las inscripciones 
se abren con esta fórmula, o con la fórmula que dice: “Ha sido decidido por el 
consejo y el pueblo”. Luego se señala la tribu que ejercía la pritanía, el secretario, 
el presidente, a veces el arconte, lo que propuso el Consejo, el nombre del 
consejero que actuó en función de esto, y por último el nombre del ciudadano que 
hizo una propuesta de enmienda que fue aceptada80. Ciertamente, la presencia 
del autor de la proposición finalmente adoptada parece sugerir que, en realidad, 
había un lugar determinado para el individuo ya no de manera genérica sino en 
forma particularizada. Sin embargo, lo que se conserva es solamente el nombre 
del consejero que actuó en nombre el Consejo –cuando se contaba con una 
propuesta por parte de éste y la resolución se tomaba sin obstáculos–, o del que 
hizo la propuesta de enmienda que fue mayoritariamente votada, y que, en 
consecuencia, se transformó en el parecer general de la comunidad. En verdad, el 
modo en que se introduce el nombre del autor de la propuesta señala 
esencialmente el carácter genérico del mismo: “Un tal ha hecho la proposición” (ho 
deina eipe). Se trata, por cierto, de un cualquiera. Nicole Loraux plantea que esta 
fórmula conserva en el plano de la escritura el contenido de un discurso81, lo cual 
se articula con el propio proceso de decisión y el trabajo del logos político. Por otra 
parte, la proposición queda subordinada a la capacidad de decisión y a la voluntad 
conjunta del consejo y la asamblea. El nombre propio del impulsor del decreto 
indica más bien la carga de responsabilidad que el dēmos hace recaer sobre aquél 
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peitho, Cambridge, 1982, 111-3, y J. de Romilly, ¿Por qué Grecia?, 96. 
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 Cf. aunque con reservas, J. Bingen, “Préambule et promoteur dans le décret attique” en AA. VV., 
Le monde grec. Hommages à Claire Préaux, Bruselas, 1975, 470-9. Sobre el carácter de los 
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and the Ahtenian epigraphic habit”, op. cit., 408-24. 
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 N. Loraux, L’invention d’Athènes. Histoire de l’oraison funèbre dans la “cité classique”, 2ª ed., 
París, 1993, 393, n. 38. 
que se sitúa como orador al dar su palabra a la ciudad82. Pero el debate y la 
contradicción entre las distintas voces, así como las enmiendas y revisiones, 
destacan básicamente que se trata de un dispositivo abierto y colectivo ligado a la 
política del dēmos83. 
 Al sostener esto último no desconocemos la existencia de ciertos grupos de 
acción política –por lo demás, jamás formalizados ni estabilizados como 
partidos84– que trataban de incidir sobre el conjunto de los ciudadanos, asunto que 
tiene su importancia cuando de analizar el funcionamiento de la asamblea 
democrática se trata. Estamos hablando, por cierto, de la autoridad que adquirían 
los demagogos, líderes habituados a hablar en público y capaces de convencer a 
su auditorio. La práctica habitual de estos rhētores en la arena política era la de la 
persuasión85. Tucídides lo manifiesta crudamente cuando, durante el debate sobre 
Mitilene, le hace decir a Cleón que “los oradores que os deleitan con sus discursos 
tendrán su certamen en ocasiones menos importantes y no en una en la que la 
ciudad pagará alto precio por deleitarse un poco, mientras que ellos obtendrán un 
buen beneficio de su bella elocuencia”86. Evidentemente, la finalidad de esta bella 
elocuencia consistía en lograr que quienes participaban de la asamblea 
reconocieran la justeza de las proposiciones que el orador había realizado y las 
votaran. Se tendrá una dimensión más completa del asunto si se toma en cuenta 
que estos oradores eran generalmente los políticos principales, personajes salidos 
de la elite que a través de los métodos democráticos buscaban conservar su 
ascendencia social sobre el pueblo, utilizando tanto la autoridad y el patronazgo 
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 Tucídides (III, 43, 3-4) hace decir a Diódoto que toda la responsabilidad (hupeuthunon) por los 
consejos que proponen es de los oradores, mientras que el pueblo no asume ninguna, de modo 
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Democracy and participation, 136-41. 
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 Tucídides, III, 40, 3; cf. III, 37-38. 
como la palabra en la ekklēsia87. Sin embargo, ellos no eran los únicos que 
solicitaban la palabra en la asamblea88, tal como lo muestran Platón, que 
argumenta en torno al hecho de que en la ciudad democrática cualquiera puede 
dar su consejo89, y Eurípides, que en la asamblea de los argivos que tiene lugar en 
su Orestes hace hablar a dos personajes desconocidos, sin nombre propio, uno 
identificado como un intruso capaz de decir cualquier cosa y otro como un 
campesino que habla con sensatez90. Un pasaje de Aristófanes da a entender que 
un ciudadano, sin ser un orador habitual, podía pedir la palabra y hacer una 
propuesta en la asamblea91. También Jenofonte y Andócides brindan indicios de 
que en la asamblea el pueblo no sólo decidía mediante el voto sino que tomaba 
parte de las deliberaciones haciendo propuestas92. Lo importante, de todos 
modos, es que tanto los líderes como el pueblo estaban de acuerdo en un punto 
básico: respetar las reglas del juego democrático93. 
 La persuasión, pues, era el modo que tenían los oradores no sólo para 
argumentar en torno a una propuesta sino para inducir en el público un estado de 
ánimo, un conjunto de sensaciones, en definitiva, una serie de pasiones que 
fueran favorables a sus pareceres. Los antagonismos entre las opiniones 
generaban, como ya argumentamos, discordias, disensos e incluso conflictos 
desgarrantes, hasta el momento de la votación que inclinaba la voluntad del 
auditorio a favor de un enunciado u otro. Allí, entonces, el consenso de la 
comunidad se manifestaba como decreto del conjunto, tal como hemos visto en 
los encabezados de las inscripciones. Una vez concluido el proceso de decisión, 
en el que la oralidad constituía el soporte práctico del dispositivo político, se abría 
paso a la escritura de la resolución, es decir, la fijación de las normas en un medio 
material en función de su exhibición pública y su conservación. Esto sintetiza los 
dos momentos en que se divide el proceso de escritura de la ley. Rhodes propone 
interpretar los términos psēphisma y nomos justamente en esta clave. Si bien es 
cierto, como ya lo hemos indicado, que antes del 403 ambas palabras designaban 
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básicamente lo mismo, se trata, de todas maneras, del asunto visto desde dos 
ángulos distintos: psēphisma corresponde al acto legislativo o enactment; nomos 
es ya un elemento que ha pasado a formar parte del código ateniense94. Queda 
claro que la escritura de leyes y decretos no se contrapone a lo oral. En rigor, lo 
escrito complementa lo oral: se escribían los decretos para que pudieran ser vistos 
por el público; se escribían las leyes para que pudieran eventualmente ser 
utilizadas en los tribunales. Que fueran vistos no significa que fueran leídos, y el 
uso de decretos y leyes en los tribunales no implicaba leer lo que había quedaba 
grabado en una inscripción o estela sino que generalmente eran los propios 
protagonistas, asesorados por letrados, los que citaban en sus discursos 
fragmentos de leyes. Nadie se tomaba el trabajo de verificar las citas, pero los 
textos estaban en la plaza pública como monumentos accesibles para todos. La 
importancia de la escritura residía en la publicidad95. La escritura era, ciertamente, 
un modo de fijación de la ley que, ligado a la política del pueblo bajo las 
condiciones de la democracia del siglo V, no implicaba una contraposición entre 
oralidad y escritura sino que lo escrito estuviera bajo condición de lo oral96. El 
decreto escrito era el resultado de una decisión tomada bajo las condiciones 
prácticas de la oralidad política asamblearia, en cuyo marco, inclusive, podía 
enmendarse, revisarse, alterarse, anularse, transformarse lo escrito previamente 
para dar lugar a una nueva escritura como resultado de una nueva decisión 
colectiva por medio de los dispositivos orales de la asamblea. 
 Esta escritura, como ya hemos adelantado, se articulaba con el acto mismo 
de hacer la ley, pero a una conveniente distancia que venía dada por la capacidad 
selectiva, independiente de la decisión política, de aquellos que estaban 
encargados de inscribir el decreto97. Para Loraux, en cambio, se trata de una 
escritura instrumental que se diferencia de la escritura teórica en tanto que se 
supone que es transcripción fiel de una sesión de la asamblea98; por consiguiente, 
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 R. Osborne, “Inscribing performance”, op. cit., passim. 
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 De todos modos, esta escritura instrumental conlleva el problema de quién escribe en la ciudad 
democrática, dado que se trata de una técnica específica. Se ha sostenido que esta tekhnē, que 
escapaba al control del ciudadano ordinario, implicaba una amenaza para el frágil equilibrio de las 
instituciones cívicas. La polis democrática no es una excepción: existe una contradicción, inherente 
al propio sistema, entre el ciudadano que ejerce las magistraturas sin más competencia que su 
sentido cívico y el subordinado que realiza su especialidad grabando las leyes en las inscripciones. 
La afirmación de esta antítesis viene dada por la importancia que adquiere en Atenas la escritura 
de las leyes desde el 410, hecho que se reafirma en el 403 y que queda en plenas funciones desde 
se encuentra totalmente subordinada al logos, puesto que la escritura permite fijar 
la adhesión popular a un discurso persuasivo99. La autora considera que la 
finalidad básica de esta escritura exhibida en la plaza pública era la lectura por 
parte del dēmos, que, según ha sostenido Harvey, poseía los rudimentos de la 
educación, es decir, escribía y leía100. William Harris ha criticado esta presunción, 
cuestionando al mismo tiempo la verdadera extensión de las prácticas 
democráticas: sólo una elite, los miembros de la clase hoplita y la superior, tenía 
acceso a la lectura y la escritura, y era la que dominaba la situación política 
ateniense101. La posición asumida por Loraux remite a una interpretación que 
cuenta ya con varias décadas pero que, a pesar de los años, aun se impone entre 
buena parte de los historiadores. Nos estamos refiriendo a la conclusión 
enunciada por Benjamin Meritt en cuanto a la ligadura estrecha entre escritura y 
democracia y a la importancia asignada al acceso a la información, que ha 
merecido ahora un detenido análisis por parte de Charles Hedrick, quien señala 
que existe detrás de esto la asunción de una situación semejante en las 
democracias modernas y en la antigua Atenas. Pero, en rigor de verdad, la 
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escritura en la democracia ateniense debe ser entendida más como un 
monumento tradicional que como un texto moderno. Este tipo de monumentos 
podía ser usado para cultivar la memoria oral. Una interacción ocasional de la 
palabra y el acto con el monumento inscripto hacía posible la puesta en 
movimiento de esa memoria, lo cual implica de por sí todo un marco para entender 
bajo qué condiciones se daba la lectura de una inscripción102. Esta interacción 
abarcaba plenamente al procedimiento de elaboración de las leyes por parte del 
dēmos en la asamblea103: 
 
“El carácter ambiguo de la escritura –señala Hedrick– es comparable 
a una contradicción en el status de la ley: las leyes deben entenderse 
del mismo modo en que un texto es leído. Las leyes de la democracia 
ateniense eran vistas como la autoridad; al mismo tiempo, eran vistas 
como productos de ‘la voluntad del pueblo’. Las leyes no cambian. La 
voluntad del pueblo, sin embargo, fluctúa. Consecuentemente, había 
(particularmente en el siglo V) una tensión entre ‘soberanía popular’ y 
‘soberanía de la ley’”. 
 
 Hedrick señala, además, que la escritura de la ley implica una fijación. En 
este sentido, puede decirse que la inflexibilidad de la palabra escrita se 
contrapone a la flexibilidad de la palabra hablada de igual modo que las 
constricciones generales y permanentes del imperio de la ley se enfrentan a los 
deseos singulares y circunstanciales de la soberanía popular104. Todo esto es 
perfectamente entendible y justificable, dado que una vez escrita, es decir, 
incorporada al código legal, la ley permanece como referencia obligada para el 
conjunto de la sociedad. Esta posición fija nos conduce a la función de estado que 
cumple la ley, función de la que se espera la regulación de los conflictos en pos de 
una sociedad ordenada según criterios de consenso y armonía social105. 
Ciertamente, sólo un nuevo proceso de escritura de la ley puede modificar lo 
escrito previamente. En consecuencia, el eje central radica en cómo se controla (y 
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quién así lo hace) este proceso de escritura, hecho que nos reenvía al modo en 
que se hace la ley. 
 A lo largo de la secuencia histórica singular de la democracia radical, el 
dēmos ejerce en la asamblea un poder que, según Aristóteles, no se halla 
ordenado ni controlado por nada ni por nadie: el decreto popular se sitúa por 
encima de la ley; el pueblo decide lo que quiere sobre todos los asuntos que cree 
son de su incumbencia. La incidencia de este hecho sobre la fijeza de la ley y su 
capacidad para cumplir la función estatal recién señalada resulta evidente, y la 
crítica de Aristóteles a este tipo de situaciones tiene como punto de partida la 
dificultad de lograr un gobierno estable bajo las condiciones de la soberanía 
popular. Desde su mirada conservadora, que privilegia el orden de la ley como 
garantía de un consenso inquebrantable, el problema consiste en la permanente 
transgresión de la ley derivada del trabajo innovador del dēmos en tanto sujeto 
político, que traspasa los límites impuestos por el ordenamiento estatal y sus 
prescripciones legales generando una productividad inusitada. Durante el siglo V 
la división entre decretos y leyes no existía; ambos eran atributos de la asamblea. 
De todos modos, podemos interpretar que esta dicotomía entre decreto y ley que 
tanto había preocupado a Aristóteles indica algo de orden más general, porque si 
el decreto se coloca sistemáticamente por encima de la ley nos hallamos ante una 
situación sin normas fijas, mientras que si la ley impera sin cuestionamientos actúa 
entonces como garantía de estabilidad de la constitución. 
 En general, los autores griegos asumieron esta última concepción como la 
única capaz de garantizar la mejor polis. La actitud de Sócrates en el Critón, que 
se niega a huir de la prisión y evitar así el cumplimiento de la condena a muerte, 
implica que, más allá de su suerte personal, el respeto de las leyes como modo de 
resguardo del régimen político y la comunidad debe situarse por encima de 
todo106. Eurípides señala algo del mismo orden cuando pone en boca de uno de 
sus personajes de las Suplicantes, y a título de precepto general, la importancia de 
que se preserven bien las leyes (tous nomous sōizēi kalōs), que son las que 
aseguran la unidad de las ciudades de los hombres (to sunekhon anthrōpōn 
poleis)107. Y lo mismo predicaba Aristóteles cuando condenaba a la democracia en 
que los decretos del pueblo y los demagogos se situaban sobre las leyes, porque 
a su entender ésta no era una verdadera politeia. En efecto, una democracia es 
radical cuando la soberanía del pueblo, que es su característica cardinal, 
interrumpe mediante las decisiones del cuerpo colectivo el dominio de las leyes, 
es decir, hace que éstas no sean normas fijas e indiscutibles. Debemos, pues, 
tomar muy en serio la afirmación aristotélica que señala que, cuando esto 
ocurre108, 
 
                                                             
106
 Como afirma J. de Romilly, La loi dans la pensée grecque, 115-38, lo que Sócrates señala en el 
Critón es que la ley nos obliga porque es una convención, y, por tanto, debe ser respetada en 
todos sus términos. El contrato que Sócrates propugna no funda la sociedad (como sí lo hará el 
pacto social moderno) sino que la hace vivir cada día a partir de la suscripción cotidiana del pacto, 
esto es, el respeto de la ley, por cada uno de los ciudadanos.  
107
 Eurípides, Suplicantes, 312-313. 
108
 Aristóteles, Política, 1292a 31-37. 
“tal democracia no es una constitución (politeian); pues donde las leyes 
no gobiernan no hay constitución. Por consiguiente, es necesario que la 
ley gobierne todas las cosas, los magistrados los casos particulares y 
que tal constitución decida. De suerte que si la democracia es una de las 
constituciones, es notorio que una organización tal, en la que todo se 
gobierna (dioikeitai) por medio de decretos (psēphismasi), no es una 
democracia legítima (kuriōs), puesto que no es lícito que ningún decreto 
sea en general (katholou)”. 
 
 La conclusión es para nosotros clara: la democracia no es únicamente una 
constitución o un estado; sólo cuando se respeta el principio de la soberanía de la 
ley la democracia coincide con el estado. Pero si esto no sucede, es decir, si el 
imperio de la ley ha quedado interrumpido, tal democracia ya no se identifica con, 
ni se agota en, la mera legalidad institucional de un régimen estatal, sino que, 
como Aristóteles lo indica, excede sus pautas, las transforma, las produce como 
efectos de la capacidad colectiva del cuerpo político en acto. 
 En consecuencia, la fijación de las leyes no se garantiza por el sólo hecho 
de que se trate de leyes escritas, pues éstas suelen cambiar o derogarse muchas 
veces109. La cuestión principal radica en saber en quién recae la actividad 
constituyente. Que el Palamedes de Gorgias considere a las leyes escritas 
(nomous graptous) guardianes de la justicia (phulakas tou dikaiou)110, nos indica 
que durante la segunda mitad del siglo V el problema ya formaba parte de las 
preocupaciones políticas111. El Teseo de Eurípides encuadra este asunto en su 
debido contexto: las leyes escritas (gegrammenōn tōn nomōn) garantizan una 
justicia igualitaria tanto para el pobre como para el rico, permitiendo que aquél use 
las mismas palabras contra éste si es insultado, pudiendo así el inferior vencer al 
superior. Pero esta garantía de justicia igualitaria no se agota en la presencia de lo 
escrito sino que se asocia inmediatamente con la libertad que cualquiera tiene de 
llevar a discusión, es decir, de poner en el centro (es meson pherein), alguna 
propuesta útil para la ciudad112. Sin embargo, esto último no implica una fijación de 
la ley por la escritura sino justamente la posibilidad de una apertura mediante el 
debate democrático, que es lo que Eurípides evoca. En todo caso, en el marco de 
la democracia radical, son las leyes no escritas (agraphoi) las que en especial 
parecen generar obediencia, pues según lo manifiesta Pericles en el Discurso 
Fúnebre consignado por Tucídides, no respetarlas comporta una vergüenza por 
todos reconocida113. En el enfrentamiento que sostiene con Creonte, Antígona 
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aclarará el por qué: las leyes no escritas (agrapta nomima) resultan 
inquebrantables en razón de que provienen de los dioses, y ningún decreto 
humano debería jamás transgredirlas114. Entre los enunciados de Gorgias y 
Eurípides, por un lado, y de Tucídides y Sófocles, por otro, hay constantes 
interferencias que nos introducen en una zona de ambigüedad en la que es 
posible tanto la confluencia como la oposición entre leyes escritas y no escritas115. 
Aristóteles será heredero de estas incertidumbres en la definición de la ley: si bien 
en función del cuidado de la comunidad y la seguridad del régimen político lo 
importante es que se establezcan leyes, siendo indiferente si son escritas o no 
escritas116, de todos modos, la categoría de ley no escrita sigue resultando 
fluctuante: a veces se asocia con la ley consuetudinaria (nomos kata to ēthos), 
que es más importante y versa sobre cosas más importantes que la ley escrita117; 
a veces también se asocia con la ley común, conforme a la naturaleza (koinos 
nomos kata phusin), razón por la cual Aristóteles concluirá a partir de la Antígona 
de Sófocles que las leyes no escritas son permanentes y por eso más estables 
que las escritas118. 
 Rosalind Thomas argumenta que esta distinción entre leyes no escritas y 
escritas implica que la categoría de ley escrita aparezca ya bien definida119. El 
hecho de que la idea de ley no escrita sólo comience a aparecer en las fuentes en 
la segunda mitad del siglo V presupone el desarrollo de la categoría mencionada, 
y nos conduce a un debate especialmente relacionado con el momento político 
ateniense. Los sofistas cumplen en esto un papel de importancia, preocupados 
como estaban por las diferentes connotaciones de nomos: de la ley a la 
costumbre; de la ley humana a la divina; de la costumbre a la “mera” 
convención120. Pero estos debates intelectuales no sólo se encontraban 
influenciados por la reflexión sofística sino que estaban especialmente marcados 
por el desarrollo de la capacidad política del dēmos ateniense –es decir, el cuerpo 
de ciudadanos reunido en asamblea– para hacer la ley durante la etapa de la 
democracia radical, existiendo un implícito contraste entre el momento de la 
fabricación de la ley y el de la aplicación121. En este contexto, el punto central 
sugerido por Thomas, a partir de Jenofonte y Andócides, es que el dēmos, más 
                                                             
114
 Sófocles, Antígona, 450-460; cf. Edipo rey, 863-871; vide asimismo Jenofonte, Memorabilia, IV, 
4, 19. 
115
 Ver Andócides, Sobre los misterios, I, 116: la ley ancestral (nomon patrion), es decir, no escrita, 
se opone a la ley escrita (stēlē); asimismo Lisias, Contra Andócides, VI, 10: a los impíos se les 
debe aplicar no sólo las leyes escritas (gegrammenois nomois) sino también las no escritas 
(agraphois); en forma similar, [Demóstenes], Contra Evergo y Mnesibulo, XLVII, 71. Sobre estos 
pasajes, véase J. Svenbro, Phrasikleia, 133-5. 
116
 Cf. Aristóteles, Ética a Nicómaco, 1180a 35-1180b 1; Política, 1319b 38-1320a 1, 
respectivamente.  
117
 Idem, Política, 1287b 5-8; cf. sin embargo ibid., 1270b 28-31, 1272a 35-39. 
118
 Idem, Retórica, 1375a 32-35; cf. Política, 1286a 9-17. 
119
 R. Thomas, “Written in stone? Liberty, equality, orality, and the codification of law”, en L. Foxhall 
y A.D.E. Lewis (eds.), Greek law in its political settings. Justifications not justice, Oxford, 1996, 9-31, 
esp. 16-7; cf. también su libro Literacy and orality, 130, 146-8. 
120
 Ver idem, “Literacy and the city-state”, op. cit., 37: el significado de nomos se desplaza entre la 
costumbre, lo oral, la ley consuetudinaria y la ley escrita. 
121
 S.C. Humphreys, “The discourse of law in archaic and classical Greece”, Law and History 
Review, 6 (1988), 465-93, esp. 473-6 (citado por R. Thomas). 
allá de que las leyes estuvieran escritas, podía cambiar su modo de pensar y, de 
este modo, rechazar o alterar las propias leyes que él mismo establecía122. 
 Según Jenofonte, Pericles había señalado a Alcibíades lo siguiente: “Son 
leyes todas aquellas que la multitud (plēthos) tras haberse reunido y haber 
examinado ha decretado por escrito (egrapse), ordenando lo que se debe y lo que 
no se debe hacer”. El carácter de ley como lo que ha sido puesto por escrito es 
reafirmado por Pericles cuando considera lo que ocurre bajo una oligarquía o una 
tiranía. Pero ante la insistencia de Alcibíades, Pericles deberá reconocer que si no 
existe la persuasión, y el más fuerte le impone al débil lo que debe hacer mediante 
la violencia, entonces la situación se caracteriza por una falta de leyes o ilegalidad 
(anomia), tanto en el caso de una tiranía como en el de una oligarquía, e, incluso, 
cuando la multitud toda ejerciendo su fuerza decreta por escrito sin persuasión 
(graphei mē peisan) sobre los que tienen la riqueza123. Lo que se desprende es 
que la escritura de la ley no alcanza para garantizar que no se haga violencia 
sobre las minorías o los más débiles. Para que impere la legalidad es menester la 
persuasión y no la mera imposición de los decretos escritos. El uso de la palabra 
persuasiva como método político fundamental puede generar una decisión 
conjunta pero a partir siempre del debate y el conflicto asamblearios. ¿Dónde 
inscribir a la democracia radical, del lado de la legalidad o del de la violencia? 
 Las ideas que Jenofonte atribuye a Hipias en su diálogo con Sócrates sobre 
la falta de valor de las leyes para generar una obediencia con justicia nos permiten 
articular una respuesta. En efecto, allí se afirma que es ley todo aquello que los 
ciudadanos reunidos decretaron por escrito (egrapsanto), disponiendo así lo que 
puede o no hacerse. Pero no debe dársele tanto valor ni a las leyes ni a su 
obediencia, pues aquellos mismos que las establecen suelen derogarlas o 
cambiarlas cuando ya no las encuentran beneficiosas. Por lo tanto, no están fijas 
sino sometidas a los vaivenes de la opinión124. El Sócrates de Jenofonte sacará 
una conclusión similar a la que veíamos en el Critón de Platón: para que los 
ciudadanos obedezcan las leyes permaneciendo fieles a ellas es menester la 
concordia (homonoia). Tanto el obedecer (peithesthai) como el permanecer fiel 
(emmenein) implican dejar sin efecto los cambios de parecer de los hombres, sus 
debates y disensos, cuyo resultado inmediato era para Hipias la transformación de 
las leyes125. 
 Evidentemente, según se desprende de los dichos atribuidos por Jenofonte 
a Pericles e Hipias, la escritura de la ley no garantiza su fijación ni su vigencia sin 
desavenencias. La ley escrita sólo se constituirá en garantía de fijación del orden 
constitucional después de la revisión de las leyes llevada a cabo entre los años 
410 y 399. Desde entonces, tal como se lee en Andócides, los ciudadanos debían 
atenerse a obedecerlas y permanecer fieles a ellas. Un procedimiento más 
complejo garantizaría no sólo la publicidad de las leyes y su uso por parte de los 
magistrados sino la propia sanción de las mismas. Para resguardar la nueva 
situación se dispuso también: “Que los magistrados no se valgan de una ley no 
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escrita (agraphōi nomōi) ni en un solo caso”. Sin embargo, el punto principal que 
se desprende del testimonio de Andócides no radica tanto en la prohibición de 
utilizar una ley no escrita como en la disposición que le sigue, según la cual se 
establecía: “Que ningún decreto (psēphisma) ni del consejo ni de la asamblea del 
pueblo sea más soberano (kuriōteron) que la ley (nomou)”. El otro aspecto 
relevante es que el cumplimiento y la vigilancia de las leyes fijadas por la 
codificación quedaba desde entonces en manos del consejo del Areópago, con el 
objetivo de que los magistrados hicieran uso de las leyes vigentes. Como ya 
señalamos, esta medida cierra la secuencia de la democracia radical abierta por 
las reformas de Efialtes, reformas que la oligarquía de los Treinta Tiranos ya había 
anulado. Está claro que si bien se dispuso que las sentencias y dictámenes 
producidos durante el gobierno democrático gozaran de plena validez, no todas 
las resoluciones previas al año 404 fueron restablecidas, pues las leyes de Efialtes 
eran incompatibles con la función de control político asignada al consejo del 
Areópago desde el 403. Así, la escritura de las leyes como criterio absoluto, la 
sanción de las mismas a cargo ya no de la asamblea sino de cuerpos de 
nomothētai extraídos del panel de jurados tanto por el consejo de los quinientos 
como por los demos, los decretos subordinados a las leyes, la aprobación misma 
de los decretos asamblearios sometida al control de los tribunales de justicia a 
través de la graphē paranomōn, todo esto se constituirá finalmente en garantía del 
orden constitucional. El dēmos, esto es, la asamblea, pierde de este modo su 
capacidad de establecerlas y derogarlas126. 
 
Conclusiones 
 Ni durante la etapa radical de la política popular ni en el lapso de la 
democracia moderada la escritura garantiza de por sí forma alguna de fijación de 
las leyes o actúa por sí misma provocando su consolidación. Durante el ciclo 
democrático radical la escritura de la ley es un procedimiento ligado a la soberanía 
popular, es decir, al poder del pueblo para hacer las leyes, y, por consiguiente, 
para escribirlas y darlas a publicidad para que estén disponibles para todos. Con 
la apertura del ciclo democrático moderado, este último criterio en sí mismo no 
varía: la publicidad de las leyes seguirá siendo una preocupación primordial. Pero, 
luego de la conflictiva década final del siglo V, la escritura se asociará con un 
criterio selectivo de fijación de la ley que despolitizará las decisiones como forma 
de asegurar la estabilidad institucional. No obstante, tampoco en este caso la sola 
escritura de la ley produce el efecto de fijeza buscado: una serie de cambios en la 
organización misma de la constitución ateniense restringe el poder de la asamblea 
del pueblo y traslada el poder supremo a nuevas instancias de decisión. El cuerpo 
de nomothētai, si bien lo componen los ciudadanos, ya no está abierto a 
cualquiera que desee participar: previo a su participación los ciudadanos tienen 
que ser seleccionados. Las demás transformaciones y los controles anteriormente 
mencionadas ponen de manifiesto que el poder ya no radica en el pueblo 
identificado con la reunión en asamblea sino en un andamiaje constitucional 
identificado con la ley, que es la que regulará las articulaciones entre las diferentes 
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instancias. La escritura de la ley, en todo caso, garantizará desde entonces que se 
respete la competencia prevista para los espacios institucionales de poder. Se ha 
transitado así de la soberanía del pueblo al imperio de la ley. 
 
 
